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(Sin corregir) 


Preside: Señor Representante Juan Carlos Ferrero (ad-hoc). 


Miembros: Señores Representantes Roque Arregui, Samuel Bradford, Walter De León 
y Martha Montaner. 


Invitados: Señor Pablo Álvarez, Director General de Secretaría del Ministerio de 
Educación y Cultura y señora Alejandra Morales, asesora. 


Licenciada Mariela Machado e ingeniero Leslie Green, Gerente de Gestión 
y Fiscalización de la Unidad Reguladora de los Servicios en 
Comunicaciones (URSEC). 


Ingeniero Sergio de Cola, Director de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual (DINATEL), 
e ingeniero Walter Quintero, asesor. 


Profesoras Jenifer Cherro y Adriana Mareco de la Sala de Directores de 
liceos de Montevideo, zona oeste. 


Señora Sandra Rodríguez Gómez y señores Alejandro García del Río y 
Carlos Navarro, estudiantes de la carrera Analista en Informática Plan 2009 
del Instituto Autónomo del Sur. 


PES E 


SEÑOR PRESIDENTE ad hoc (Ferrero).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se lee:) 


(Ingresan a Sala autoridades de la Unidad Reguladora de los Servicios en 
Comunicaciones, URSEC, autoridades de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y 
Servicios de Comunicación Audiovisual, DINATEL, y el Director General de Secretaría del 

Ministerio de Educación y Cultura y asesora) 


——La Comisión de Educación y Cultura tiene el agrado de recibir a la delegación 
de autoridades del Ministerio de Educación y Cultura, integrada por el señor Pablo 
Alvarez, Director General de Secretaría, y por la señora Alejandra Morales, asesora; a la 
representación de la Unidad Reguladora de Servicios de Comunicaciones, URSEC, 
integrada por la licenciada Mariela Machado, Directora, y por el ingeniero Leslie Green, 
Gerente de Gestión y Fiscalización; y a la delegación de la Dirección Nacional de 
Telecomunicaciones y Servicios de Comunicación Audiovisual, DINATEL, integrada por el 
ingeniero Sergio De Cola, Director, y por el ingeniero Walter Quintero, asesor. 


Las autoridades aquí presentes han sido convocadas a fin de darnos a conocer la 
situación de las radios comunitarias. Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 


SEÑOR DE COLA.- Muchas gracias a los integrantes de la Comisión por recibirnos 
esta mañana. 


Quisiera comenzar comentando cómo ha sido el proceso del sector de radiodifusión 
comunitaria, que arranca en una situación de hecho creada en el país por diversos 
motivos, en la medida en que existía una cantidad de emisoras que estaban cumpliendo 
un rol en un sector no identificado ni contemplado dentro de la normativa del país, y que 
no contaba con la autorización respectiva para emitir. Es así que en el año 2007 se 
aprueba el marco normativo para regular el sector de radiodifusión comunitaria, a través 
de la Ley N* 18.232, que se aprueba el 22 de diciembre de 2007 y se publica en el Diario 
Oficial el 9 de enero de 2008. Esa ley determina los criterios para que existan radios 
enmarcadas dentro de ese concepto de radiodifusión comunitaria; los fines, los objetivos 
de este tipo de radios, así como el procedimiento de asignación de las frecuencias, 
estableciendo una reserva de un tercio del espacio radioeléctrico para este tipo de 
actividades, es decir, para las radioemisoras que cumplan con tales características. 


Asimismo, establece que la asignación de las frecuencias se realizará por llamados 
públicos y transparentes y determina los criterios -que luego profundiza el decreto 
reglamentario emitido en 2010- que se deben seguir para hacer la evaluación. 


Por otra parte, la ley crea un organismo que va a funcionar como un Consejo 
asesor, denominado Consejo Honorario Asesor de Radiodifusión Comunitaria, Charc, 
integrado por nueve miembros: una conformación plural, con distintas visiones y formas 
de encarar la actividad tanto desde el Poder Ejecutivo, como desde la Academia y desde 
los propios sectores de radiodifusión comunitaria. Inclusive, un delegado nombrado por la 
Asamblea General del Parlamento debería integrar el Charc si bien, de hecho, hasta 
donde entiendo, no ha sido nombrado aún. 


El Charc tiene como cometido participar en la realización de los llamados públicos, 
la evaluación de las propuestas comunicacionales y la aplicación de los criterios de 
evaluación que establecen la ley y el decreto reglamentario. A partir del informe 
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preceptivo del Charc y del informe técnico que realiza la Ursec, el Poder Ejecutivo 
dispone la asignación de las frecuencias. 


Cabe recordar que la propia ley establece dos modalidades de trabajo de las radios 
comunitarias. Una de ellas está destinada a asociaciones civiles, sin fines de lucro; la 
autorización es por diez años y la asignación de la frecuencia se le hace por ese período, 
con renovaciones de cinco años, y debe haber un procedimiento de evaluación del 
cumplimiento durante ese período de la propuesta comunicacional y de los compromisos 
asumidos al momento de obtener la autorización. 


También existe un sector de grupos de personas, o sea, organizaciones más 
flexibles —por decirlo de alguna manera- que no tienen personería jurídica. En ese caso 
las frecuencias son asignadas al Ministerio de Educación y Cultura y administradas por 
esta Cartera, que comparte esa frecuencia con las distintas propuestas comunicacionales 
que existan. Las autorizaciones para el uso compartido son por un año, también 
renovables en determinadas condiciones que establece la evaluación que hace el propio 
Ministerio de Educación y Cultura. 


También la ley previó una transición entre la situación de hecho del momento de 
promulgarse la ley y la situación permanente que sería tener a todas las radios 
regularizadas, todas asignadas con la autorización correspondiente, procediendo a la 
realización de llamados "a pedido", por un mecanismo de generación de demanda a partir 
de la iniciativa de determinadas personas, de aquellas asociaciones civiles que quieran 
obtener una frecuencia. Eso dispara un mecanismo de llamado y ahí entra a correr todo 
lo que prevé la ley para la asignación. 


Para una situación de hecho, todas las radios que estaban sin autorización, la ley 
previó un mecanismo de censo que consistió, básicamente, en que todas las radios que 
estaban funcionando en ese momento, y que entendían que estaban enmarcadas dentro 
de lo previsto en la legislación de radiodifusión comunitaria, podían presentar sus 
proyectos comunicacionales, la información correspondiente y asistir a un proceso de 
regularización por el cual fueran autorizadas a funcionar en algunas de las modalidades, 
ya sea la prevista para la asociación civil o para grupos de personas. Ese censo comenzó 
el 31 de enero de 2008 y ha tenido distintas etapas. Ahí se abrió la recepción de las 
propuestas, a través de los formularios que creó la Ursec a tales efectos, para que cada 
emisora que tuviera interés de regularizar su situación se presentara con la información 
correspondiente. A ese procedimiento se presentó un total de cuatrocientos doce 
proyectos radiales que aspiraban a quedar regularizados dentro del censo, mecanismo 
previsto en la ley de radiodifusión comunitaria. 


A partir de allí hay un trabajo, tanto por parte de la Ursec como del Charc, para 
hacer la evaluación formal de las características de la asociación, del grupo de personas 
y de los requisitos jurídicos-formales, los aspectos técnicos de emisión y demás —eso 
correspondió a la Ursec- y la evaluación del proyecto comunicacional, que es el perfil de 
la emisora para determinar si se inscribe dentro de lo que establece la ley y el decreto 
reglamentario que debe cumplir una emisora para acceder a una frecuencia de las que 
están reservadas para radiodifusión comunitaria. 


En distintos momentos hubo resoluciones tomadas por el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, a partir de los informes de la Ursec y del Consejo Honorario Asesor, y 
se fue regularizando, es decir, otorgando permisos y asignando frecuencias, tanto a 
asociaciones civiles como a grupos de personas. Las primeras resoluciones fueron del 24 
de octubre de 2008: hubo veintitrés radios bajo la categoría de asociación civil y quince 
de grupos de personas autorizadas en ese momento. En 2009 se hicieron las primeras 
desestimaciones, o sea, respuestas negativas a proyectos que habían sido presentados y 
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que por distintos motivos, pero en base a informes de la Ursec y del Consejo Honorario 
Asesor, se entendió que no estaban enmarcados en el concepto de radiodifusión 
comunitaria. El 15 de junio de 2009 se desestiman alrededor de cien proyectos. Luego, 
en agosto de 2010, cambian algunos integrantes del Consejo Honorario Asesor; dado que 
se trata de un consejo honorario, a veces hay dificultades para que las personas que lo 
integran continúen con su actividad. 


En marzo de 2011 se hacen asignaciones de frecuencias a treinta radios más 
correspondientes a asociaciones civiles y otras veinticuatro a grupos de personas, con lo 
cual se completan noventa y dos emisoras regularizadas hasta ese momento. También 
en 2011 se formaliza la asignación de las frecuencias que estaban en ese momento 
administradas u operadas por grupos de personas, y se las asigna para ser administradas 
por el Ministerio de Educación y Cultura en forma definitiva, tal cual lo prevé la ley. 


Luego, en lo que queda del año 2011 y 2012 se continúa con el proceso de cierre 
del censo. ¿En qué consiste esto? Se procede a definir todos los proyectos que quedan, 
si se van a asignar o se van a desestimar, se establece un cronograma por departamento 
y se hace un llamado a localidades del departamento donde se produce el cierre del 
censo para completar el proceso de tender hacia la situación estable del régimen previsto 
en la legislación, culminando este período de transición que de alguna manera implica 
resolver estos cuatrocientos doce casos antes de lograr la situación de régimen. 


A partir de febrero de 2011 se suceden distintas resoluciones del Ministerio, en base 
a los informes del Consejo Honorario Asesor y de la Ursec, y se procede a la realización 
de los llamados. Son llamados públicos con una charla previa, donde tanto la Ursec como 
el Consejo Honorario Asesor y la Dinatel informan a todos los potenciales interesados 
sobre las características que debe tener una radio comunitaria y sobre la documentación 
que debe ser presentada para ser correctamente valoradas en el llamado. Luego se hace 
el llamado, hay un plazo de presentación de las propuestas y durante el proceso de 
evaluación se hace una audiencia pública en cada una de las localidades donde se está 
poniendo a consideración un canal o una frecuencia para ser asignada. En esa audiencia 
pública, el Consejo Honorario Asesor en particular escucha la defensa de las distintas 
propuestas y las consultas y eventuales objeciones que pueda tener la comunidad. Con el 
resultado de ese proceso termina el informe para hacer la asignación de las frecuencias. 


Al día de hoy hemos cerrado el censo en todos los departamentos del país con 
excepción de Montevideo. Quiere decir que de los más de cuatrocientos proyectos que 
están siendo evaluados todavía falta resolver sobre alrededor de unos sesenta 
correspondientes a la capital. El resto ha sido resuelto, aceptando la regularización, o 
sea, haciendo la asignación de la frecuencia correspondiente, o desestimando el proyecto 
por no ajustarse en algún punto, en alguna característica, a los requisitos que necesita 
tener una emisora para ser comunitaria. A su vez, ya se han licitado veinte frecuencias en 
el proceso de llamados nuevos, algunos de los cuales ya está culminando. Hay informes 
finales ya redactados por el Charc que están por llegar a nivel del Ministerio y otros que 
todavía están en proceso; algunos están en la etapa inicial del proceso y otros en la 
audiencia pública ya convocada. El próximo fin de semana habrá algunas audiencias 
públicas en el interior del país. Este mecanismo está en funcionamiento y esperamos que 
a principios de 2013, con el cierre del censo de Montevideo, logremos cerrar esta etapa 
de regularización, de pasar de una situación de hecho de una cantidad de radios 
emitiendo sin ningún tipo de autorización a otro conjunto de radios, una parte de ellas 
emitiendo ahora sí en condiciones legales y, a su vez, ya disparados los mecanismos de 
llamado y de asignación de frecuencias por los procedimientos públicos y transparentes 
que prevé la legislación al respecto. 
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Ha sido un proceso largo -posiblemente más de lo que hubiéramos deseado todos 
los que participamos- y bastante complejo que implica muchos recursos y el destacable 
trabajo de un Consejo Honorario Asesor que es muy sacrificado -reuniones nocturnas y 
viajes al interior los fines de semana-; eso ha pautado de alguna forma la dinámica del 
trabajo. De todas maneras, confiamos en llegar a principios del próximo año a terminar 
este proceso y a entrar en el régimen, es decir, en la situación en la cual vamos a tener 
un conjunto de radios comunitarias asignadas -tanto asociaciones civiles como grupos de 
personas-, van a estar las frecuencias asignadas al Ministerio de Educación y Cultura 
para el caso de grupos de personas y se va a comenzar con el mecanismo de que 
quienes hayan quedado fuera de esta situación puedan reformular su proyecto para 
adaptarlo a los requisitos que debe cumplir una radio comunitaria. Cualquier nueva 
propuesta que surja de las distintas organizaciones civiles de la sociedad o de distintos 
grupos de vecinos interesados en trabajar en el sector de radiodifusión comunitaria, 
tendrá la oportunidad de solicitar la organización de un llamado y de disparar este 
proceso. 


Este es un resumen del proyecto y de la situación en la que estamos y en la que 
seguimos trabajando. 


Quedamos a las órdenes para responder a cualquier consulta. 


SEÑOR DE LEÓN.- Nos han llegado planteamientos de grupos de radios 
comunitarias de distintos lugares del país, algunos en proceso de regularización, en esta 
etapa de transición. Ellos se quejan de que se les han clausurado las radios. 


En el caso de mi departamento, San José, una de las radios fue clausurada a pesar 
de que estaba en proceso de formalización de la ONG, no interfería con otras bandas e, 
inclusive, trabajaba no solo en la radio sino ayudando a los vecinos y a la comunidad en 
general. Últimamente también nos llamaron por una radio que se clausuró en Las 
Piedras. 


Por un lado, tenemos la ley y el cumplimiento de las formalidades y, por otro, estas 
radios comunitarias que se caracterizan por ser una eclosión en la sociedad, en forma 
más libertaria. A veces es difícil para ellos sortear esta etapa. Nos interesa lo que se 
plantea de la segunda oportunidad. 


El problema es que mientras transcurre el tiempo se les clausuran las radios y esto 
les crea dificultades para el trabajo honorario y comunitario. En general, por lo que 
conozco, no es gente que tenga intereses comerciales. Más allá de las dificultades 
formales, realmente están cumpliendo con una función de comunicación. Vemos esto con 
preocupación. Tenemos que buscar un ámbito donde podamos, también con ellos, buscar 
otras posibilidades de hacer oír su voz. 


Entiendo que las audiencias públicas son buenas. En San José había un problema 
con eso pero el día 8 de este mes habrá un llamado. Supongo que a ustedes también les 
habrán llegado distintos planteamientos de situaciones de radios comunitarias de todo el 
país; es lógico que no se pueda autorizar a aquellas que interfieran o a aquellas que no 
tengan cierta formalidad, pero la ley también prevé situaciones de hecho. Pienso que en 
esto se ha sido muy restrictivo. Por supuesto que las autoridades deben cumplir con la 
ley, pero esta es una actividad que se caracteriza por su anarquía. 


SEÑOR ARREGUI.- Quiero agradecer la presencia de las autoridades que nos 
visitan, que considero muy importante porque seguramente arrojará luz sobre una 
cantidad de situaciones que se dan en el territorio. En general, siempre nos llegan los 
problemas, no los casos de los que quedan contentos. 
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Tenemos que diferenciar lo que se prevé en la ley como radios comunitarias, que 
deben cumplir con determinadas exigencias -las autoridades tienen que cumplir con la 
ley-, y aquellas radios que cumpliendo funciones comunitarias no reúnen los requisitos 
que establece la ley. Me refiero, por ejemplo, a los casos en los que una persona es 
propietaria de una radio, pero no hay una asociación y no se cumplen los requisitos. Hay 
otras situaciones -conozco un caso claro en mi departamento- de radios que están 
emitiendo y que se dedican a hacer proselitismo religioso. 


Evidentemente, las autoridades deben cumplir con las formalidades de la ley; las 
flexibilidades tienen un límite determinado. 


Mi pregunta es cuántos recursos les fueron presentados debido al cierre de una 
radio, cuántas situaciones irregulares hay en ese total que mencionaron. 


SEÑORA MONTANER.- En esta Comisión siempre son bienvenidas las autoridades 
y los jerarcas que están trabajando en las distintas áreas, porque nosotros, como 
legisladores, necesitamos los insumos directamente desde las fuentes. Además, somos 
un nexo, un eslabón de unión con la población. Por lo tanto, no nos convence tener en 
cuenta solo lo que recibimos a través de la prensa. De modo que para nosotros es muy 
valiosa su presencia, su tiempo, y todo lo que puedan acercar. 


Además, tampoco podemos configurar una opinión recibiendo información solo de 
una vertiente, en este caso, de las personas que hacen su reclamo desde la Red de 
Radios Comunitarias, que recibimos en agosto de este año. De modo que es necesario 
también tener en cuenta la información que ustedes puedan brindarnos. 


De manera que para nosotros este insumo es muy rico. Gracias por su tiempo y por 
su disposición a concurrir a la Comisión. 


Quiero hacer algunas preguntas, porque me quedaron dudas con respecto a 
algunos puntos. Yo llegué un poco tarde; tal vez, ya hicieron referencia a estos temas. 


Yo soy legisladora del interior del país. Con esto no quiero provincializar ni 
departamentalizar el tema, porque sé que esto es a nivel nacional, pero lo cierto es que 
por el hecho de estar en mayor contacto con la gente de las distintas localidades nos 
parece que recibimos un cúmulo de reclamos que, en realidad, no son tantos si 
consideramos todo el país. Por eso, tratamos de no perder la perspectiva de la magnitud 
de los reclamos, de tener una visión más objetiva. Tal vez, en alguno de nuestros 
departamentos nos hacen dos o tres reclamos y nos parece que está todo mal. 


Una de mis dudas es con respecto al censo que comenzó en el año 2008 y que ya 
se cerró, con excepción de Montevideo. No me quedó claro cómo se realizó ese censo. 
No sé si recorrieron las localidades o si recibieron las solicitudes. Es decir, me gustaría 
saber cómo se instrumentó el mecanismo. 


Por otra parte, cuando a través de la URSEC y del CHARC se determina qué radios 
están habilitadas y cuáles no, además de los criterios jurídicos y técnicos, pregunto 
cuántas tuvieron la oportunidad de recursar -por usar un término jurídico- el haber dicho 
que estaban con falta de requisitos técnicos o jurídicos. 


Asimismo, tengo entendido que cuando se cierra el censo, en 2011, se hace una 
comunicación pública. Mi pregunta es a través de qué medios se hace esa comunicación 
pública. Es bueno tener una mirada integrada, tanto de los departamentos, de las 
distintas zonas del país, como desde la capital. En esa unificación y descentralización hay 
una integración. A veces pensamos que algunos medios cumplen todos los requisitos. Tal 
vez, el público de Montevideo es distinto al de otros departamentos. Hay casos en los 
que, según el comunicado oficial, se indica que el medio cumple con los requisitos, pero 
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no llega a la población. Nuestra función es el desdoblamiento, para que todo lo que se 
determine por parte de un organismo o dependencia estatal tenga en cuenta también la 
idiosincrasia de nuestra población. No decimos que lo que se determine deba tener un 
carácter de excepción o de especialización para cada departamento, pero es importante 
que exista una comunicación para conocer que en determinado lugar algo se publicó pero 
no llegó. De lo contrario, después llegan los reclamos. Y es el teléfono sordo: ustedes 
cumplieron con su rol, la persona quedó esperando, pero el medio que se utilizó no era el 
adecuado para cubrir masivamente el universo de interesados. 


Uno de los reclamos que a mí me llegó fue que no tuvieron posibilidades porque no 
se enteraron que ya se había cerrado y quedaron fuera de tema. Es probable que no se 
haya sabido interpretar a través de qué medio debía hacerse esto. 


Por eso, cuando nos dicen que el cierre se hace a nivel público, a nivel de los 
medios de comunicación, yo pregunto cuáles son los medios que se utilizaron y cuál fue 
el plazo para la comunicación del cierre para ese grupo de personas que estaban 
interesadas en asimilarse a la metodología del censo y querían saber si cumplían o no 
con las condiciones. Hay que tener en cuenta que no es lo mismo estar en Montevideo o 
venir de Canelones que trasladarse desde Artigas, Rivera o Tacuarembó para poder 
acogerse a un plazo. 


Hacemos estas preguntas con el fin de que se pueda llegar a un criterio para que lo 
que se determine tenga las mismas bondades o fortalezas para todo el país. 


No sé si el resto de las solicitudes que hicieron en la Comisión los integrantes de la 
Red de Radios Comunitarias también se las hicieron llegar a ustedes. Me refiero, por 
ejemplo, a algunos puntos que están más allá de las competencias de esta Comisión y 
que corresponden al Ejecutivo, como el pedido de que se les facilitara la adquisición de 
los equipos y la preparación profesional para poder tener una técnica comunitaria 
superior o mejor. También hicieron el planteo relativo a la absorción de los costos para la 
formación de una personería jurídica. Hay que tener en cuenta que se trata de radios que 
no tienen la disponibilidad de radios con otras características, que son empresas de 
comunicación comercial. Nosotros recibimos estos planteos, pero no nos competen; por 
eso consultamos si se los hicieron llegar. 


SEÑOR DE COLA.- Me voy a referir en primer lugar a la cuantificación de los 
recursos. Debemos tener en cuenta que el cierre del censo fue progresivo, a nivel de 
distintos grupos de departamentos, y comenzó en febrero de 2011. La última resolución 
fue la que motivó los distintos reclamos y planteos públicos. Como decía, comenzó en 
febrero de 2011 en Flores y Durazno; siguió en el mes abril en Cerro Largo, Treinta y 
Tres y Lavalleja, y en agosto en Río Negro y Artigas. 


No ha habido recursos formales, salvo el caso de un grupo de radios del 
departamento de Salto, que solicitaron una acción de amparo. Hasta ese momento no se 
había presentado ningún recurso. 


Quiero aclarar que el cierre del censo no se comunica a través de los medios, sino 
por una resolución que es notificada a todos los interesados, a todos los inscriptos en el 
departamento en el que ese momento se está cerrando. Antes de tomar la resolución se 
da vista al expediente para que todas las propuestas puedan hacer sus descargos con 
respecto a un informe eventualmente negativo de cualquiera de los organismos asesores, 
ya sea la URSEC o el Consejo Honorario Asesor. El proceso se ha demorado porque 
muchas veces se ha debido dar más plazo, teniendo en cuenta que se trata de gente del 
interior que debe trasladarse. Una vez que todas las vistas están otorgadas y los 
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descargos efectuados, hay un nuevo informe de parte de los organismos que se envía al 
Ministerio y, en función de ellos, este emite la resolución. 


Lo que se comunica por la prensa o por los medios es el llamado. La regla es 
comunicarlo en medios de difusión nacional y en medios de la localidad en la que se hace 
el llamado. De eso se encarga URSEC. Por supuesto, siempre nos puede quedar la duda 
de que el medio elegido sea el mejor, pero ese es el criterio que se sigue: medios de 
difusión nacional y medios específicos de la localidad en la que se realiza el llamado. 
También se difunde a nivel de las Intendencias y de la sociedad civil correspondiente, a 
través del Ministerio de Educación y Cultura, de los centros MEC. De manera que 
tratamos de que los llamados tengan la mayor difusión posible. El cierre del censo se 
comunica por vía administrativa. 


En cuanto a cómo se instrumentó el censo, podemos decir que se llevó a cabo con 
la presentación de las propuestas, a través de un formulario que fue diseñado por la 
URSEC, junto con el CHARC, en el que debían figurar datos sobre los aspectos más 
formales y se adjuntaba la información que correspondía a una programación tipo, más 
los antecedentes de actividad comunitaria en la sociedad y referencias de esa actividad, 
como notas firmadas por vecinos, por organizaciones que validaran esa propuesta. Por 
razones operativas, en el caso del censo, no hubo posibilidad de hacer visitas a cada una 
de las propuestas. En el caso del llamado no se hace una visita, sino una audiencia 
pública que se realiza en la localidad correspondiente. Nunca hay una visita específica a 
la organización civil o a la asociación que se presenta. En el caso del censo, se hizo una 
evaluación de las propuestas a nivel documental. 


De modo que hay un informe primario, luego, la vista, los eventuales descargos 
presentados por las diferentes propuestas y un nuevo informe, en caso de que hubiera 
que agregar algún comentario. Sobre ese informe final se toma la resolución, que se 
notifica por este mecanismo. 


En cuanto a los reclamos, los representantes de la Red que aquí mencionan no se 
comunicaron con nosotros. Sí leímos la versión taquigráfica de la sesión que nos hicieron 
llegar ustedes, pero hasta ese momento no conocíamos esa institución. Trabajamos con 
otras dos gremiales de radios comunitarias, AMARC y ECOS, que hacen más o menos el 
mismo tipo de reclamos. En particular, venimos trabajando en coordinación con el 
Ministerio de Educación y Cultura y la URSEC en distintas actividades de promoción del 
sector. Por ejemplo, este año hemos hecho una serie de talleres, en convenio con la 
licenciatura en comunicación de la Universidad de la República, en los que participaron 
unas 42 radios comunitarias. Dos talleres se hicieron en Montevideo y uno en Paysandú. 
De ellos surgieron muchos insumos. En particular, la necesidad de capacitación en 
producción periodística y en aspectos técnicos. 


Junto al Director de Secretaría, Pablo Álvarez, ya estamos trabajando con la 
intención de que el próximo año los Ministerios de Educación y Cultura e Industria, 
Energía y Minería aúnen esfuerzos para asistir y capacitar a las radios comunitarias en 
aspectos de producción periodística, de generación de programación y de gestión 
administrativa; siempre se ven enfrentados al papeleo, a la burocracia, a si tienen que 
inscribirse en el BPS, en la DGI, a cómo hacer el balance, etcétera. 


También hemos hecho llamados a concursos para proyectos de equipamiento de 
trasmisión de radio de frontera, y ayudar económicamente con eso. Asimismo, estamos 
apoyando al Ministerio de Educación y Cultura en la compra de equipos para las radios 
de grupos de personas. 
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Nos consta que para determinados proyectos a veces es complicado avanzar en la 
formación de la asociación civil, en los registros y en la parte formal. Precisamente, para 
esas situaciones de grupos de interesados en hacer algo, en llevar adelante un proyecto, 
pero que no son estables ni tienen un nivel de formalización, están estas cosas 
compartidas del Ministerio de Educación y Cultura. La idea es atender esa necesidad 
particular, en la que el nivel de formalismo que se pide es muchísimo menor: no se 
requiere la asociación civil, pero sí que se presente una especie de balance anual que 
justifique su condición de organización sin fines de lucro. En este caso la parte formal es 
mucho más flexible. Siempre que se nos plantea esta situación, aconsejamos a los 
interesados canalizar sus inquietudes por el lado del Ministerio, que tiene frecuencias en 
todos los departamentos y en muchísimas localidades. Eventualmente, donde no la haya 
se la puede asignar y quedar bajo su órbita, porque así está previsto en la ley. 


Para los demás casos la ley establece el requisito de crear una asociación civil 
registrada en el Ministerio de Educación y Cultura y, si van a tener ingresos por donación, 
venta de publicidad u otros, de presentar las respectivas constancias en DGl. La 
formalización debe estar porque así lo marca la norma, la que debemos hacer respetar. 
Lo que buscamos es adaptar y canalizar las propuestas hacia donde entendemos es 
mejor dentro del marco normativo. Los casos de menor grado de formalismo los volcamos 
hacia el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA MACHADO.- Quiero informar a la Comisión que nuestro Presidente, 
ingeniero Gabriel Lombide, no está presente por encontrarse en la Conferencia Mundial 
de Telecomunicaciones que se está realizando en Dubai. 


Agradecemos a la Comisión por esta convocatoria, en el entendido de que el 
intercambio de información siempre es positivo. A veces los insumos que se manejan en 
este tema no son del todo adecuados u obedecen a perspectivas bastante específicas. 


Me interesa resaltar algunos aspectos. Coincidimos plenamente con lo expresado 
por el ingeniero De Cola, pero entendemos que hay aspectos inherentes a la URSEC, 
como ente regulador, que no han quedado del todo expuestos. 


Nuestro marco normativo abarca la Ley N* 18.232, que reguló el servicio, y el 
Decreto Reglamentario N* 417. Ese es el marco normativo a través del cual la URSEC 
actúa. 


Me interesa poner énfasis en la determinación de actores. En todo este proceso 
interviene la URSEC, el Consejo Honorario Asesor de Radiodifusión Comunitaria, el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través de la Dinatel, el Ministerio de 
Educación y Cultura y, en última instancia, el Poder Ejecutivo que otorga o rechaza las 
autorizaciones. También es el Poder Ejecutivo el que determina cuándo se hacen los 
llamados públicos y en qué lugar, a sugerencia de la parte técnica de la URSEC y de la 
Dinatel. 


En todo este proceso hay puntos de contacto. En lo que tiene que ver con el 
Consejo Honorario, el Decreto establece que actuará en la órbita administrativa de la 
URSEC. Por lo tanto, la URSEC tiene que facilitar apoyo administrativo, de recursos 
humanos y técnicos para que el Consejo pueda llevar adelante su trabajo. 


La URSEC convoca a las audiencias junto con el Consejo Honorario Asesor de 
Radiodifusión Comunitaria, pero no participa de ellas. Sí participa de las charlas 
preparativas a efectos de sustanciar todas las dudas acerca de las iniciativas que se 
presentan en cada localidad. La idea es que la gente tenga claro el alcance y la 
dimensión de cómo se tienen que sustanciar sus propuestas en lo formal. Como decía, la 
URSEC no participa de las audiencias, no regula contenidos -nunca lo hizo- y, por lo 
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tanto, no evalúa ni se expide sobre ningún tipo de propuesta comunicacional o de 
proyecto. Simplemente, desde la parte técnica se evalúa la viabilidad. 


El otro punto que me interesa tratar es un aspecto más transversal: la gradualidad 
con la que se ha manejado este proceso. Este es un tema que debe quedar bien claro 
porque la ley no necesariamente se ajusta a la realidad. La filosofía de la ley es muy 
buena en el sentido de aproximarse a una situación de hecho que, como decía el 
ingeniero De Cola, desde la década del ochenta era una realidad en el país. Fue un 
intento de empezar a poner orden en la situación. Esto no quiere decir que sea la mejor, 
ni la más adecuada, pero toda discusión que pueda surgir de aquí en adelante debería 
generar un valor agregado. Me refiero a que con todos los insumos, con toda la 
información, con todos los actores se pueda generar un valor agregado y no involucionar 
en lo que ha sido parte de este proceso que ha intentado poner orden. 


Me quiero referir a algo muy concreto y material que tiene que ver con lo que a 
nosotros nos atañe: el control, la fiscalización y el cierre de las estaciones. Dentro de ese 
marco normativo, la URSEC cierra estaciones cuando hay una resolución del Poder 
Ejecutivo que desestima determinadas propuestas. Ahí hay un acto administrativo formal 
que le dice a la URSEC lo que tiene que hacer. 


¿Qué sucede cuando no hay una resolución del Poder Ejecutivo? Puede haber 
varias situaciones. Una es la que establece el artículo 20 de la Ley N* 18.232, que es un 
poco cómo iniciar ese proceso. Allí se establece claramente que mientras el censo no 
estuviese terminado en cada localidad, no se aplicarían sanciones de ningún tipo, salvo 
en aquellos casos de cuestiones prioritarias como interferencias que involucraran a 
frecuencias aeronáuticas o al aeropuerto. En esos casos, aunque no se hubiera cerrado 
el censo, se actuaba y se clausuraban las estaciones. 


Han sido parte de ese proceso, también gradual, las inspecciones y los cierres de 
las estaciones. Se cierra el censo y con un acto del Poder Ejecutivo, la URSEC va y 
clausura. Este ha sido un proceso gradual que acompañó al de la parte administrativa 


La URSEC cuenta con cuatro inspectores para cubrir todo el territorio nacional. Es 
probable que no todas las inspecciones hayan sido realizadas. Hay un tema de 
infraestructura que es complicado. De todas formas, se podrá demorar, se podrá dilatar, 
pero el proceso se viene realizando. 


Durante el 2011 la URSEC puso énfasis en las inversiones, lo que llevó a mejorar y 
optimizar el sistema de control y de inspección, inclusive con la instalación de estaciones 
remotas de monitoreo -ya tenemos catorce instaladas en los departamentos, y la idea es 
cubrir el territorio nacional-, lo que ha permitido la optimización del tiempo y el acceso 
directo, que ha evitado que la URSEC incurriera en gastos de envío de personal al 
departamento, con todo lo que eso implica, porque un viaje a Artigas no es lo mismo que 
un viaje a Canelones. Se han optimizado los recursos a efectos de detectar cualquier 
posible interferencia o irregularidad. Se trata de un proceso que viene de la mano de todo 
esto, y es una manera de dar soporte de manera efectiva. 


Aquí es necesario hacer referencia a la reincidencia. Para la URSEC es un costo 
bien importante las reincidencias que estas estaciones tienen; no son todas, no es algo 
general, pero hay casos importantes que generan costos también importantes. Cuando se 
cierra una estación, la facilidad de replique -aquí hay técnicos que lo pueden explicar 
mucho mejor que yo-, de volver a poner operativa la estación, genera un costo nada 
menor a la Administración. En realidad, es probable que a los quince o veinte minutos de 
que el equipo de la URSEC se haya retirado, estén operando nuevamente. 
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Entendemos que la ley fue buena en el sentido de intentar regularizar una situación 
que durante muchos años estuvo sin reglamentación alguna. Pero no podemos dejar de 
ver estas cuestiones que me parecen muy importantes a la hora de definir modificaciones 
a esa ley, teniendo en cuenta todas las realidades. 


SEÑOR DE LEÓN.- Desde las radios comunitarias hay quejas en el sentido de que 
invierten en los equipos y luego se le decomisan y los pierden, lo cual les crea serios 
problemas, en la medida de que se trata de una actividad que desde el punto de vista 
económico, prácticamente se sustenta en el límite del equilibrio financiero. 


Efectivamente, es una situación difícil entre algo que es informal y la sociedad que 
requiere regulaciones y que se cumpla con los formalismos, tanto en lo que tiene que ver 
con las interferencias, como con la constitución de las sociedades. Asimismo, hay ventas 
de servicios que deben tener formalidades frente a la DGl y al BPS. 


SEÑORA MACHADO.- Obviamente que todo lo que tiene que ver con lo financiero 
en estas propuestas es un tema sensible, por lo que implica ese abordaje para ellos. 


De todas formas insisto en que el decomiso procede cuando la estación no está 
autorizada. Es más, Ursec contaba con un protocolo de inspección y, a raíz de todo este 
proceso, en el año 2011 se hizo una actualización de dicho protocolo, atendiendo a una 
serie de reclamos. En ese sentido, es bueno decir que tanto desde la Ursec, como desde 
la Dinatel -que han trabajado estrechamente en este sentido- hay un diálogo permanente 
con las asociaciones y, de alguna manera, en todos los reclamos cuya respuesta ha 
estado a nuestro alcance, se ha hecho la modificación correspondiente. La actualización 
de ese protocolo de inspecciones abarcaba desde lo que podía ser la actuación de los 
inspectores en el lugar -lo que también era un tema muy sensible: a decir verdad, era 
como un fuego cruzado entre las partes y se hacía muy difícil constatar la veracidad de lo 
que ocurría en el momento de la inspección y con los actores involucrados-, hasta todo el 
procedimiento de clausura, incluido el decomiso de equipos. 


Es bueno decir que cuando se procede a la clausura, siempre que hay posibilidades 
no se decomisa, salvo que se verifique una situación, como la que mencionaba hoy, que 
implique un riesgo. 


SEÑOR ÁLVAREZ.- Gracias por invitarnmos aunque, en verdad, al principio la 
situación nos pareció rara, porque fuimos convocados y Sergio De Cola tuvo que hacer 
una exposición: en realidad esperábamos que se nos plantearan consultas. Ahora por 
suerte empezó el intercambio, que es donde efectivamente se puede agregar información 
en cuanto a lo que planteaban tanto el Diputado De León como la Diputada Montaner. 


Quisiera reseñar algunas cuestiones. La ley de radiodifusión comunitaria estableció 
responsabilidades para el Ministerio de Educación y Cultura, fundamentalmente en lo 
relativo al reconocimiento de la personería jurídica de la sociedad civil para los servicios 
de radiodifusión comunitaria. Asimismo, el artículo 13 de dicha ley establece que al 
Ministerio le corresponde la promoción de la libertad de expresión a través de los 
servicios de radiodifusión comunitaria y el manejo de las frecuencias de uso compartido 
que fueron mencionadas. 


De alguna forma, en el marco de lo que recién se señalaba por parte de la Ursec, al 
decir de Víctor Hugo, no hay nada más poderoso que una idea a la que le ha llegado su 
tiempo. Recuerdo cuando por los años 2007, 2008 discutíamos en esta misma Casa la 
legislación necesaria para salir del ostracismo y de la oscuridad y reconocer a los 
servicios de comunicación alternativa, hoy por suerte llamados comunitarios, donde el 
debate era importante. Veo que de alguna forma todo el espectro político está 
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preocupado porque se afiance el servicio de radiodifusión comunitaria en el territorio 
nacional y eso lo debo valorar como un avance. 


Entendimos entonces, y también hoy, que legislar es una forma de fortalecer y 
favorecer la existencia de servicios de radiodifusión comunitaria; de lo contrario, 
quedaríamos librados exclusivamente a la capacidad de comprar potencia. Entonces, el 
que tiene capacidad de comprar potencia, puede estar en el aire y el que no la tiene, será 
tapado. Por lo tanto, entendemos que es buena la regulación y la legislación en este 
sentido. 


También entendimos que era importante la definición de que fueran actores 
colectivos porque, tal como se establece en el primer capítulo de la ley, lo que hay que 
definir es qué se entiende por servicio de radiodifusión comunitaria; y sin duda es una 
acción colectiva. Por eso está la necesidad de establecer el reconocimiento de una 
asociación civil en el marco de una personería jurídica y aquí entro en otro capítulo: 
lamentablemente, tenemos una legislación bastante restrictiva. Si para un club de fútbol y 
para el centro militar se necesita el mismo marco legal, significa que tenemos una 
deficiencia en nuestra legislación. Pongo estos dos ejemplos para mostrar situaciones 
fáciles de diferenciar; pero lo mismo sucede para una radio o para una ONG que va a 
hacer actividades educativas o de cuidado animal. En nuestro país la legislación exige las 
mismas condiciones para cualquier colectivo de personas que quieran trabajar juntas en 
el marco de la sociedad civil. Creo que esta es una limitación y es parte de los cambios 
en los que se debe avanzar en el tiempo, no pensando exclusivamente en la radiodifusión 
comunitaria, sino en una cantidad de acciones. 


Sabíamos de la dificultad de muchos actores para acceder a esto; en ese sentido se 
estableció comunicación por departamento, más allá de los canales típicos que exige la 
ley para la comunicación pública cuando plantea que debe ser por medio de tiraje 
nacional. Eso también es bastante es bastante restrictivo porque, muy probablemente, en 
el litoral se lea más "El Telégrafo" que "El País" o "La República"; por lo tanto, muchas 
veces, las condiciones que la ley exige para la comunicación a nivel público, no 
necesariamente son las más democráticas. Pero a la ley hay que cumplirla aunque uno 
tenga otra visión. 


Entendemos las dificultades que tienen muchas radios -hoy se planteaba lo que 
implica el decomiso desde el punto de vista económico-, pero tenemos otra legislación 
que también debemos enfrentar. Básicamente, eso se basa en las regulaciones 
establecidas a partir del Decreto-ley del año 78 donde se establece las sanciones para 
aquellas comunicaciones que, haciendo uso del espectro, no cumplan con la normativa 
vigente. En aquel entonces no existía esta ley que hoy forma parte de la normativa 
vigente pero, a la hora de sancionar, el capítulo de sanciones está previsto en ese 
decreto. Entonces, nos debemos como país una definición y una revisión general de 
nuestro marco legal en materia de servicios de radiodifusión, no solamente comunitarios, 
sino de todos los servicios de comunicación audiovisual, también para enfrentar este tipo 
de asuntos. 


Por lo tanto, aunque la Ley N* 18.232 pretenda fortalecer este servicio hoy, tal cual 
existe, no puede hacerlo porque hay otras normativas que establecen otros criterios. 
Lamentablemente hay quienes los sufren, pero la Ursec los tiene que aplicar, porque así 
es la legislación. No obstante, como bien se decía recién, se estableció un nuevo 
protocolo que de alguna forma expone claramente los pasos a dar, las comunicaciones 
que deben existir a fin de no llegar a esa situación que es la más lamentable. 


Por suerte hoy existe ese protocolo; hace años, aparecían de sopetón con una 
estructura básicamente policial y la situación era distinta. Al amparo de la legislación 
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vigente, al reconocer un derecho, también se tienen los mecanismos para salvaguardar el 
proyecto y en última instancia los equipos. 


Para finalizar quiero decir que para nosotros, como integrantes del Ministerio de 
Educación y Cultura, esta es una tarea que hemos asumido en los últimos años. Nos 
parece positivo que quien controla la situación técnica no sea quien se meta con los 
cometidos; entendemos que esa es una separación correcta para no generar condiciones 
para un exabrupto de la aplicación de una opinión o una idea. Hoy seguimos teniendo 
experiencias que hacen abuso del concepto comunitario cuando, en realidad, claramente 
no con comunitarias. Esas denuncias también llegan y es importante que los 
parlamentarios puedan acceder a esta información, porque se vulnera uno de los 
principios que se pretendió regular. Si uno va a hacer radiodifusión comunitaria, al 
amparo de las oportunidades que permite el sector comercial -la posibilidad de vender 
publicidad- lo debe hacer respetando la normativa vigente para no generar una 
competencia desleal. Este punto nos parece importante y formó parte de la discusión: si 
los proyectos de radiodifusión comunitaria pueden o no acceder a recursos de la venta de 
sus servicios. Nos parece que eso es importante para establecer y mantener un proyecto 
de comunicación. Ahora bien, quien opte por hacerlo, deberá actuar al amparo de la 
legislación. Hoy seguimos teniendo servicios de comunicación que promueven el aspecto 
religioso y en la ley se entiende claramente que no forman parte de la radiodifusión 
comunitaria, lo que no significa que no tengan un espacio en el espectro radioeléctrico; lo 
mismo ocurre con las otras que operan comercialmente pero no brindan un servicio de 
radiodifusión comunitaria. 


Hay que tener presente que estas son experiencias nuevas en nuestro país y en el 
continente. Nuestra legislación también generó un debate a nivel regional, porque se 
entendía que la radiodifusión comunitaria era solamente para aquellas zonas en que no 
se habla un mismo idioma, o para países muy extendidos y de difícil acceso. El 
Parlamento y el Estado uruguayo entendieron que el servicio comunitario no es acotado 
en el territorio, sino que se basa en el servicio de comunicación, en lo que pretende 
comunicar y en la forma en que lo hace. En ese marco, el Ministerio tiene el compromiso 
de promoverlo, y en esto reconozco que hemos sido bastante lentos. Creo que sería justo 
si desde esta Comisión se rezongara al Ministerio de Educación Cultura por no ir a la 
velocidad necesaria del avance técnico y tecnológico. Hoy es bastante más simple que 
hace un par de años y muchísimo más que hace quince años el acceso a tecnologías 
suficientes para iniciar un servicio de radiodifusión comunitaria. Pero desde el Ministerio 
todavía no hemos sabido emprender una acción fuerte que promueva la libertad de 
expresión a través del servicio de radiodifusión comunitaria, y es así que junto con la 
Dinatel nos proponemos trabajar, a partir del año 2013, también en la formación, para que 
un servicio de radiodifusión comunitaria no sea, como alguna vez se dijo, un servicio 
"chuminga", sino que dispute la audiencia -que es por lo que se desvive cualquier 
comunicador-, a partir de una propuesta de calidad. En ese marco, sin duda que 
esperamos contar con esta Comisión para dar publicidad a las diferentes iniciativas de 
formación y promoción de la libertad de expresión en general y de su aplicación en el uso 
en el servicio de radiodifusión comunitaria en particular. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, solo resta agradecer la 
presencia de nuestros invitados. Su presencia ha sido muy fructífera: ha habido un 
intercambio importante; hemos aprendido mucho y ha quedado material y elementos para 
comenzar a trabajar en la Comisión, porque se ve que hay mucho para hacer. 


Muchísimas gracias a todos. 
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(Se retiran las autoridades de la Unidad Reguladora de los Servicios en 
Comunicaciones, URSEC; de la Dirección Nacional de Telecomunicaciones y Servicios 
de Comunicación Audiovisual, DINATEL, y el señor Director General de Secretaría del 

Ministerio de Educación y Cultura y asesora) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Sala de Directores de Educación Secundaria 
Zona Oeste de Montevideo) 


——_La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a las profesoras Adriana 
Mareco y Jenifer Cherro, Directora del Liceo N* 40 y Subdirectora del Liceo N* 61, 
respectivamente, integrantes de la Sala de Directores de Educación Secundaria Zona 
Oeste de Montevideo. 


SEÑORA CHERRO.- Soy Subdirectora del Liceo N” 61. Queremos agradecerles 
mucho el habernos hecho un lugar para poder hablar de educación hoy y de las cosas 
que suceden y que atañen a la educación pública. 


SEÑORA MARECO.- La zona oeste, comprendida por los liceos de la periferia de 
Montevideo, tiene la modalidad de reunirse con bastante frecuencia para trabajar en 
cuestiones pedagógicas y para compartir algunas de las problemáticas que hacen a la 
interna de los liceos y a su funcionamiento. 


Básicamente, tenemos inquietudes para plantear a esta Comisión, algunas de las 
cuales tienen que ver con cuestiones legales, pero otras con la preocupación legítima que 
compartimos los equipos directivos -que estamos al frente de los liceos- que debemos 
afrontar determinadas coyunturas laborales que tal vez no son del todo saludables u 
óptimas. Una de esas cuestiones tiene que ver con que los liceos están cada vez más 
difíciles -no es novedad para ustedes- y la gente no siente atracción por los cargos de 
gestión. Viví una situación particular este año. La Subdirectora tomó licencia médica 
desde marzo a agosto y ninguna de las personas de la lista de Directores y Subdirectores 
quería tomar el cargo porque implicaba una pérdida de salario. No sé si están al tanto de 
la modalidad de pago de Directores y Subdirectores pero la cuestión es que, por ejemplo, 
los profesores más calificados -tal vez por su experiencia laboral-, que ganan en séptimo, 
sexto o quinto grado, no quisieron tomar por artículo 20 la Subdirección porque implicaba 
una pérdida de dinero en un doble sentido, porque les pagan las horas en cuarto grado y 
porque las horas clase son de cuarenta y cinco minutos y las de docencia indirecta son 
de sesenta. Entonces, terminamos trabajando con equipos que no están bien 
conformados y, en realidad, somos quienes llevamos adelante las instituciones de la 
mejor manera posible, por lo menos es lo que intentamos. 


Cuando los equipos directivos nos reunimos en la Sala comenzamos a analizar por 
qué se daba esta situación, por qué muchos liceos sufren esta problemática y cuando los 
Directores se van a otros cargos, por ejemplo, de Inspecciones, el Subdirector pasa a la 
Dirección y la Subdirección queda acéfala. Nadie quiere tomar ese cargo porque el 
salario es muy bajo; nadie quiere ganar menos. 


SEÑORA CHERRO.- Tenemos aquí una carta que elaboramos en el mes de 
noviembre cuando hicimos los trámites para fijar una audiencia. Está dirigida al 
Presidente de la Comisión de Educación y Cultura pero también, por supuesto, a sus 
integrantes. Allí planteamos una situación que tiene que ver con los equipos directivos y 
los sueldos que perciben. Algunos de los señores Diputados son docentes y no les 
resultará una novedad cómo se trabaja en los centros educativos, ya sea de primaria, de 
secundaria o de UTU, pero la realidad que tenemos en secundaria es que el personal 
administrativo y de servicio está envejecido, y no se va sencillamente porque el sueldo es 
muy bajo y recibir la mitad de poco es muy arriesgado para afrontar la vida. 
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Por otra parte, cuando llega gente nueva, auxiliares o administrativos, en tanto hay 
un llamado en Antel, en la Intendencia, en UTE, en donde sea, inmediatamente se 
presentan y se van. Esto quiere decir que nosotros los recibimos, los empezamos a 
formar y los perdemos en el camino porque tienen el legítimo derecho de ir a un lugar 
donde tengan una mejor remuneración. Muchas veces los docentes hacen el IPA 
buscando la inserción laboral y luego siguen carreras universitarias paralelas, lo que hace 
que se vayan a otros centros o a formación docente, donde se les paga más. A su vez, 
tenemos la realidad de los equipos directivos. La mayoría de los que estamos en los 
cargos hemos concursado para ello y nos encontramos con una realidad paradójica. He 
sido profesora de literatura adscrita en un liceo de La Teja -también represento hoy la 
zona oeste- y me encontré con que había dado dos concursos para ser profesora y para 
ser adscrita, luego cursé y concursé para ser Directora y resulta que hoy gano menos que 
si hubiera seguido siendo adscrita en el liceo donde estaba. Esa realidad se ve hoy al 
punto de que un adscrito que tenga sexta o séptima categoría, con una carga horaria de 
treinta y tres horas en los liceos que están en turno extendido y que de repente tenga 
once horas de clase en su asignatura, gana $36.000 o $37.000, mientras el Subdirector, 
con una carga horaria de cuarenta horas reloj, gana $27.000. Lo digo porque es lo que 
gano yo: $27.341. 


SEÑORA MARECO.- Yo, como Directora con dedicación exclusiva, gano $ 32.000. 
Es decir, si suena la alarma a las cinco de la mañana me llaman y tengo que ir al liceo a 
ver qué pasó, tengo que estar a la orden. Sin embargo, gano menos que los profesores 
de séptimo, de sexto y de quinto grado, y que los adscritos. Además, tengo que 
calificarlos, hacerles los informes, evaluarlos, ser líderes pedagógicos en las 
coordinaciones. Sentimos que nuestro trabajo no está remunerado acorde a las 
exigencias del cargo. Esto es lo que hace que cada vez menos personas preparadas 
estén al frente de las instituciones, con las complejidades que hoy estas atraviesan. 


Eso nos está preocupando porque en esta coyuntura no está siendo para nada 
atractivo ser Director o Subdirector; no sabemos qué va a pasar; no hay una alternativa. 
Se nos dice que no hay presupuesto. Estamos compartiendo una inquietud con ustedes, 
poniéndolos en conocimiento de una situación de la cual no sabemos si estaban al tanto. 


SEÑOR ARREGUI.- Creo que se trata de una legítima inquietud, no solo individual 
para quienes tienen derecho a una remuneración justa y ocupan cargos directivos, sino 
para el funcionamiento del sistema, que debe funcionar adecuadamente. La pirámide 
salarial tiene que estar acorde a los grados de responsabilidad; de lo contrario, el sistema 
se resiente. 


Aquí hay dos temas. Uno, identificar las instancias en que se puede dar solución al 
problema y en qué lugares. Otro, el contenido en sí de lo que están planteando. En 
cuanto al primer tema, evidentemente, la instancia es la del Presupuesto. En el 
Parlamento, la Comisión que tiene competencia en el asunto es la de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda. Independientemente de que sea una Comisión distinta a 
esta, los Representantes de los distintos partidos políticos tenemos canales internos de 
comunicación para hacer los asesoramientos correspondientes. Por eso está bien que 
realicen el planteo aquí, pero además deben hacerlo en la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda. Además, no deben esperar a la instancia presupuestal 
porque en esa oportunidad comparecen todos los organismos públicos, se agolpan en 
dos semanas y hay poco tiempo para evaluar en profundidad los diferentes asuntos. 


Además de la instancia parlamentaria, los organismos que envían los proyectos de 
ley correspondientes al Presupuesto y a la Rendición de Cuentas son el Codicen y el 
Poder Ejecutivo. Me parece importante que tengan una instancia con el Codicen, con el 
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Consejo de Educación Secundaria, y también, a nivel del Poder Ejecutivo, con el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Felizmente, estamos a un tiempo aceptable -aunque 
no sobrado- para que puedan ir haciendo todos estos contactos y mostrando su situación. 
Es necesario cubrir la pirámide desde el punto de vista salarial de una manera justa. De 
lo contrario, si la remuneración no es la adecuada, nadie querrá un cargo directivo o 
inspectivo y lo terminará cubriendo algún funcionario docente que, de repente, no es el 
que tiene las mejores calificaciones o las aptitudes como para poder liderar los procesos. 


Entonces, ya que han empezado a recorrer este camino, aconsejo que lo completen, 
hablando con todos los actores que tienen que resolver sobre esto. Lo que nos está 
faltando -quizá, ustedes tienen la documentación; si no es así, deberían buscarla, porque 
es fundamental para convencer a los que tienen que tomar las decisiones- es mostrar los 
datos relativos a los salarios de los docentes de docencia directa, de los Directores y 
Subdirectores y de los Inspectores, a la carga horaria, con los bemoles que, a su vez, 
tiene ocupar los grados correspondientes. Deberían tener ese esquema; tal vez, 
averiguar esa información en los lugares correspondientes de Hacienda de Secundaria, 
para mostrar si realmente hay distorsiones en la pirámide salarial en función de los 
distintos cargos. Evidentemente, un Inspector tiene que percibir más salario que un 
Director y un Director más que un docente, a igualdad de cantidad de horas y de grados. 


Creo que es fundamental contar con toda esa información en un mapa. Si esa 
información es clara para quien la reciba -traducida en términos didácticos, ya que 
estamos en el mundo de la docencia-, no tengo ninguna duda de que quienes tienen que 
tomar decisiones van a buscar la forma de paliar estas diferencias. Hay que mostrar que 
realmente el sistema de remuneraciones está distorsionado y que ello afecta el buen 
funcionamiento del sistema, porque por esa situación podemos llegar a tener Inspectores 
o Directores que no sean los más aptos ni los que estén en condiciones de liderar los 
procesos de funcionamiento de una institución educativa o de un sistema educativo en el 
caso de que sean Directores. 


SEÑORA CHERRO.- Quiero brindar información en cuanto a esta temática. 


Parece muy natural que nuestro primer interlocutor válido sea nuestro jerarca, pero 
si los jerarcas asumieron hace muy poco, como en el caso de Tinetto y de Zaffaroni, no 
conocen la realidad y tenemos que informarles al respecto. A veces hay gente que está 
jubilada desde hace diez años o viene de otro cargo y, obviamente, le lleva un tiempo 
conocer la realidad del organismo. En diez años pasan muchas cosas, buenas y malas, 
en las instituciones educativas y también en la vida de un país y de la gente. 


Nosotros nos reunimos habitualmente en la zona oeste y también participamos de la 
Sala de Montevideo y de la Sala Nacional de Directores. Precisamente, la Sala Nacional 
de Directores se reúne mañana, y en ella estarán representados todos los 
departamentos. 


Ya hicimos saber al Consejo de Educación Secundaria esta iniquidad. Peor además 
el Consejo ya lo sabía porque el Consejero de Secundaria Daniel Guasco y la Secretaria 
General, Blanca Mercapide, son Directores de liceos. Quiere decir que saben muy bien 
qué está pasando. Pero de saber a hacer algo hay un trecho importante. 


Por ese motivo, oportunamente, reunida la Sala Nacional de Montevideo, hicimos un 
planteo y generamos un expediente. En su momento, Secundaria le preguntó a Hacienda 
si había plata. Nos respondieron que no había plata y que todos debíamos firmar, 
notificándonos, para luego archivarlo. Personalmente, hablé al despacho de Blanca 
Mercapide y le dije que siendo Directora de liceo y conociendo que el planteo era cierto, 
hiciera todo el trámite pertinente, porque una jerarca no puede tener la irresponsabilidad 
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de mandar eso a Archivo. Debe pedir al asesor jurídico que informe si nos asiste el 
derecho, el Consejo tiene que expedirse y, luego, elevarlo al CODICEN, que es el que 
tiene que establecer el cambio. 


Desde el 6 de noviembre este expediente está en manos del asesor jurídico. La 
señora Mercapide dice que lo va a elevar al Consejo y lo va a enviar al CODICEN. 


Además de esa tramitación, en la Sala Nacional de Directores de fecha 12 de 
noviembre, tanto a Tinetto como a Zaffaroni le hicimos conocer nuestra disconformidad, 
porque resulta que hay que subir los niveles de promoción, bajar los de deserción, los de 
repetición, nos ponen todo tipo de siglas -PIU, PIM, PISA, y qué se yo- pero siempre nos 
pagan la misma cantidad de dinero y nombran a coordinadores. De repente, el 
coordinador que viene de visita al liceo gana más que el Director. Tiene derecho a ganar 
ese dinero; lo aplaudimos; lo que es justo es justo. Pero no podemos seguir recargando a 
los equipos directivos, si no les reconocemos la jerarquía de su cargo. El estatuto del 
funcionario docente señala claramente que nosotros evaluamos a los administrativos, 
auxiliares, docentes, adscriptos y demás. Entonces, si tenemos un cargo jerárquico, nada 
más que por razonamiento no podemos estar ganando menos que la persona a la que 
estamos dando órdenes. Y eso es lo que hoy sucede en todos los liceos. Cualquier 
docente de matemáticas, que tiene la suerte de tomar cuarenta o cuarenta y dos horas - 
los de literatura y de educación social tienen la unidad docente y nada más, porque hay 
escasez de horas y muchos docentes egresados- está en un séptimo grado y gana 
$ 42.000. Quiere decir que mi docente del turno matutino está ganando casi como la 
Directora y, sin duda, muchísimo más que yo. No me quejo de lo que gana, tiene derecho 
a eso y ojalá ganara más, pero sí me quejo de mi retribución. Entonces, como nadie 
resuelve mis problemas, debo procurar resolverlos yo y por eso he asistido a varias 
instancias de diálogo. 


En la Sala Nacional del 12 de noviembre, además, se dejó muy clara la situación a 
Tinetto y a Zaffaroni y le dijimos, como dice la canción de Ruben Rada: "A mí lo que me 
pasa es que me estoy cansando". Todos los días en los liceos pasan cosas muy buenas: 
disolvemos problemas de violencia, logramos que los chiquilines reflexionen, que 
continúen asistiendo. A veces somos noticia por un hecho puntual muy malo. Es injusto 
que la opinión pública tenga la versión de que en los liceos pasan esas cosas malas y no 
de que en los liceos todos los días pasan cosas muy buenas. Lo que pasa es que la 
prensa no va a una conferencia que organizan los chiquilines, a una revista o a un 
programa de radio que hacen los chiquilines; ahí no concurren, porque las buenas 
noticias no venden, los dramas o los problemas, sí. 


Reitero que en los liceos todos los días pasan cosas buenas, porque hay gente que 
está trabajando y tiene la camiseta puesta: limpiadores, administrativos, adscriptos, 
preparadores, equipos multidisciplinarios, Subdirectores, Directores; si me olvido de 
alguien, pido disculpas. Y eso no es producto de la casualidad, sino del trabajo. 


Estamos planteando esto ordenadamente y con respeto a las autoridades, y 
exigimos que también haya una respuesta. Hasta el momento lo que nos dicen es: "¡Ah! 
Si la Circular 2319 los perjudica porque es de la época de Rama, hagan un textito y nos lo 
mandan para que nosotros lo enviemos al CODICEN". No, señores. Tienen gente en el 
Departamento Jurídico que puede estudiar esas situaciones y elevarlas al CODICEN. Si 
entienden que la situación es de iniquidad, hagan lo que corresponde. Si quiero derogar 
la Circular 2319, me dicen que me tengo que poner a trabajar. La zona oeste se va a 
poner a trabajar; humildemente, va a ofrecer todos los insumos que las autoridades 
necesiten para tomar las decisiones que correspondan. 
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Hablamos a Secundaria, lo planteamos por expediente, y el 12 de noviembre 
tuvimos una entrevista con Teresita Capurro y Javier Landoni, del CODICEN. Allí 
planteamos lo mismo que hoy estamos diciendo a ustedes. Ellos están en conocimiento 
de la situación. Es más, les dejamos una copia de la Circular 2319 que habría que 
modificar o derogar -a mi juicio, lo adecuado es que eso se hiciera en la órbita de 
Secundaria y del CODICEN- y las tablas de sueldos de Directores y Subdirectores que 
nos proporcionó Hacienda, que están en la página web. Y como se necesitan ejemplo, los 
representantes de la zona oeste presentamos los recibos de sueldo de un Director y un 
Subdirector de primera categoría, también de los de segunda y tercera categoría, y del 
Director de un liceo de cuarta categoría, porque el liceo de cuarta categoría no tiene 
Subdirector. 


Voy a citar un ejemplo que siempre pone una Directora de cuarta categoría del Liceo 
N? 47 de La Teja. Ella viene del interior, vive con su hermana y tiene que sacar un 
préstamo. La hermana es limpiadora en dos mutualistas privadas. Presentan los recibos 
de sueldo de ambas, y el préstamo se lo dan a la hermana, porque gana más que ella, 
que es Directora de liceo. Vuelvo a decirlo: no me opongo a que la gente gane bien. Me 
parece espectacular que la gente gane lo que se merece, pero entiendo que acá hay una 
situación de iniquidad. Si nosotros no nos movemos para cambiar esa situación, nadie 
nos va a resolver los problemas. 


Un Subdirector que no tiene veinticinco años de trayectoria y, por lo tanto, no cobra 
el 25% extra, por cuarenta horas reloj, de lunes a sábado, gana $ 18.000. Esto figura en 
el material que traje para dejar en la Comisión. Hay Directores de cuarenta y cuarenta y 
ocho horas, que por tener más de veinticinco años de trayectoria están ganando un 20% 
y si tienen veintiocho años de trabajo, un 5% más. En realidad, el sueldo base es mucho 
menos que lo que cobran. Se les paga más por nocturnidad y demás. La Directora del 
liceo en el que yo trabajo gana $ 46.000, con treinta y dos años de trabajo, y yo gano 
$ 27.000. Quiere decir que gano $ 19.000 menos, trabajando a la par que ella. No puedo 
decir que trabajo igual que ella, porque sería muy atrevido de mi parte, dado que hace 
diez años que está en esa institución y yo soy nueva. De modo que ella conoce la 
institución mucho más que yo, y es una persona muy trabajadora. 


Los invito a visitar el Liceo N* 61, que el Director General de Secundaria muchas 
veces ha mencionado. Es un liceo cuyos baños están limpios, tienen papel higiénico, 
alcohol en gel y jabón para lavarse las manos. Los invito a visitar algún otro liceo de 
Montevideo que hoy tiene esa realidad. El liceo tiene diez años de antigúedad y se ha 
tratado de conservar como estaba al principio. Por supuesto, tiene carencias. Todo esto 
no nace de la casualidad, sino del trabajo. En este caso, reconozco el trabajo de Liliana 
Giacummo, que está allí, permanentemente tratando de resolver los problemas. 


Antes, uno podía acceder a la docencia porque hacía algunas horas, como un 
complemento. Ahora, la docencia es el trabajo de muchísima gente. Por los docentes 
pasa el futuro de este país. Los jóvenes que llegan hoy a los centros educativos no son 
los mismos de antes. Nosotros tenemos que enseñar las mínimas cosas a los chiquilines. 
No están solos; están solísimos. Si uno los manda para la casa, el padre viene a pedirnos 
que le resolvamos la vida, porque no saben cómo hacerlo. Desde los centros educativos 
contenemos muchas de las cosas que en la sociedad podrían estar pasando. No es 
posible que a un docente que trabaja cuarenta horas, pero tiene que quedarse más, 
porque Fulano le pegó a Mengano y es necesario dialogar o porque hay que hacer la 
planilla para que los docentes cobren, se le paguen $ 18.000, mientras un joven que 
ingresa a cualquier otro organismo, como ANTEL o UTE, gana eso como sueldo base. Sé 
que son cosas distintas, que hay entes que son recaudadores y otros no, pero me parece 
que si uno es el que aguanta el mostrador de cada liceo todos los días debe tener un 
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sueldo acorde. Y si las autoridades de Secundaria todavía no aterrizaron en esa realidad, 
sería interesante que empezaran a pensar en hacerlo porque, como dice la canción, el 
tiempo pasa y nos vamos poniendo viejos. 


No hay una conciencia, porque tienen la suerte de que en los liceos todos los días 
haya gente que contiene los hechos que podrían ocurrir. Eso hasta que pasa algo, hasta 
que somos noticia porque una Directora apunta con un revólver a un funcionario. 
Entonces, todos los Directores somos locos. No, todos los Directores y Subdirectores no 
estamos locos; la mayoría estamos bastante cuerdos e intentamos trabajar con 
responsabilidad. 


Esto ya lo planteamos en Secundaria y en el Codicen. Si el señor Diputado Arregui 
cree que debemos hacer los trámites pertinentes para entrevistarnos con la Comisión de 
Presupuesto, así lo haremos. Es necesario que se empiece a conocer qué es lo que 
pasa, y somos nosotros los que debemos hacer conocer esa realidad. 


SEÑORA MARECO.- Tal vez, la realidad no sea de conocimiento de todos. Nuestra 
inquietud era compartir esto con ustedes, porque ya habíamos seguido el camino 
correspondiente con las autoridades. 


Cuando la profesora Cherro nombraba a su Directora, yo recordaba que ella quiere 
jubilarse y no puede. Tenemos otra situación de iniquidad con relación a la jubilación de 
los Directores y de los Inspectores. 


SEÑORA CHERRO.- Uno puede aguantar el mostrador durante quince años y en el 
último año tiene que matar a alguien o rezar a Dios para que alguna cosa de la 
providencia pase y pueda llegar a ser Inspector de Institutos y Liceos. La Ley N* 16.226 
habilita a los Inspectores de Institutos y Liceos a jubilarse con quince prestaciones, en 
lugar de con diez, como nos jubilamos los demás. A veces la gente va a los cargos de 
inspección no porque le guste, sino porque los habilita a tener una mejor jubilación. Esa 
es la realidad. 


Hay gente que está en los cargos directivos pero que tiene mucho más cintura y 
cancha para estar en un cargo de inspección. Sin embargo, no puede o no quiere 
acceder, y no lo hace. Hay otra gente que accede aunque sea por seis meses para 
jubilarse en forma distinta. Los Directores, igual que los docentes, nos jubilamos por la 
Ley N* 16.713, que establece las diez prestaciones. Los Inspectores de Institutos y Liceos 
se jubilan por una ley del año 1991, cuando se contempló la situación de una serie de 
inspectores que habían sido destituidos. Algunos recibieron una partida en metálico, pero 
además se incorporó esa cláusula dentro de la ley presupuestal que los habilita a 
jubilarse con quince prestaciones. 


En definitiva, los Directores tendríamos el mismo derecho. Es más: creo que hasta 
los docentes deberían tener el mismo derecho porque la mitad de poco, es escasísimo 
para vivir y afrontar el futuro. 


El artículo 405 de la Ley N* 16.226 establece: "El tope establecido por el inciso 
segundo del artículo 72 del llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 1979, no 
regirá para las pasividades que se otorguen a los titulares de los cargos de inspectores 
docentes de la Administración Nacional de la Educación Pública y a sus similares de la 
Comisión Nacional de Educación Física". 


Esta es otra situación de iniquidad porque puede haber Directores que funcionen 
perfectamente en sus cargos y que no tengan la posibilidad, aunque sea por cinco 
meses, de acceder al cargo de Inspector para acogerse a otro sistema jubilatorio. Eso 
también, si corresponde, lo planteamos para los Directores y para los docentes porque 
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estamos tratando de ver la realidad docente, y no solamente la de los Directores, aunque 
la de los Directores y la de los Subdirectores raya en la absoluta iniquidad, porque 
estamos ganando menos que nuestros subordinados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos quedamos preocupados por el planteo, y analizaremos 
en qué podemos ayudar. Como decía el señor Diputado Arregui, esta es una instancia 
más. 


SEÑOR DE LEÓN.- Todo lo que plantean me parece apropiado y razonable. Es 
justo que haya una diferencia salarial de acuerdo con la función. 


En cuanto a lo que decía el señor Diputado Arregui, primero tienen que lograr el 
consenso dentro del Consejo de Secundaria y, luego, el apoyo del Codicen para tener en 
la próxima Rendición las reservas presupuestales que les permitan generar las 
diferencias salariales. 


A los Directores hay que estimularlos en cuanto al cumplimiento de ciertas metas 
para lograr un mayor liderazgo en los liceos. Como bien decían, hay liceos que se 
diferencian en su gestión, y sus Directores deberían tener estímulos. El liderazgo en la 
comunidad educativa, como en cualquier proceso en el que se trabaja con personas, es 
fundamental, y eso hay que reconocerlo y pagarlo. Además de las diferencias por las 
categorías, habría que promocionar el cumplimiento de ciertas metas en cuanto a 
ausentismo, a desvinculación de los chicos, etcétera. Es el factor humano el que logra, 
con el mismo presupuesto, resultados mejores. Sin el estímulo y el liderazgo no se logran 
objetivos, tanto en la actividad pública como en la privada. 


El otro día concurrimos a un liceo en el que, con el liderazgo y el compromiso de la 
gente, habían obtenido resultados con los mismos recursos que en otras instituciones 
educativas. Quien está a la cabeza de eso tiene que ser reconocido. 


El proceso de lograr el consenso y el apoyo del Consejo es fundamental. Ustedes lo 
ven de su lado, y el Consejo ve que no tiene recursos presupuestales, que no puede 
hacer transposición de rubros y que tiene la lucha diaria de toda la maraña de 
Secundaria. Pero ustedes tienen una fuerza muy importante a través de la comunidad de 
Directores, y van en la buena dirección. Cuando se trate la próxima Rendición de Cuentas 
tendrán que concurrir a la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda, pero si 
no tienen el aval del Codicen, que es el que incluye el planteo en su solicitud de 
Presupuesto, será más difícil. El camino es el correcto. El informe de Jurídica 
seguramente será favorable, porque la situación es injusta. 


SEÑORA CHERRO.- Ya que ustedes tienen los contactos, les solicito que nos 
faciliten una reunión con la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda. 


Les dejamos el material para que adviertan que hablamos con fundamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tienen que presentar una nota en la Secretaría de la 
Comisión. 
Les pedimos disculpas, pero hay otra delegación esperando afuera. 


SEÑOR BRADFORD.- Es verdad que estamos apretados de tiempo, pero me pongo 
en el lugar de la delegación que viene a visitarnos. Es una peregrinación. Vienen con 
esperanzas y les decimos que sigan peregrinando. Esta es una opinión personal. No 
vengo de la educación; soy escribano. Nunca fui profesor; alguna vez me lo ofrecieron 
pero siempre dije que no, porque era una responsabilidad que me quedaba grande. Yo 
tengo formación jurídica, pero se estila mucho dar clases sin ser profesor. Yo no había 
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estudiado para eso, ni me lo habían enseñado, y no me sentía a la altura de la 
responsabilidad. Por lo tanto, siempre dije que no. 


Digo esto para que sepan la valoración que hago de ser docente y, si bien nunca he 
sido profesor, muchos años he sido alumno. 


Tomando en cuenta el planteo, no se puede entender que alguien con más 
responsabilidad, gane menos. Siempre se ha dicho que los educadores no pueden 
sustituir a la familia, pero escucho que la realidad determina que si ustedes dejan solos a 
los muchachos, familia atrás no tienen. De modo que es una responsabilidad que va 
mucho más allá que la de ser docente: la de contener a los chicos que no tienen otro 
apoyo. 


No me parece razonable que ante tanto peregrinaje no encuentren a alguien, en 
algún lugar, que les diga: "la solución pasa por esto". No quiero que se entienda como un 
reproche a la Comisión que estoy integrando, pero en algún lugar debería haber una 
solución a este problema, como a tantos otros que tiene el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Educación y Cultura agradece la presencia 
de la delegación de la Sala de Directores de Educación Secundaria Zona Oeste de 
Montevideo. 


(Se retira de Sala la delegación de la Sala de Directores de Educación Secundaria 
Zona Oeste de Montevideo) 


SEÑOR ARREGUI.- Quiero hacer dos planteos. 


En primer lugar, hace varios meses llegó a la Comisión de Educación y Cultura de la 
Cámara de Representantes un proyecto de ley, procedente del Poder Ejecutivo, para la 
creación del Instituto Universitario de Educación, que será la institución que formará a 
nivel universitario a todos los docentes del país: maestros, profesores técnicos, 
profesores, profesores de educación física, educadores sociales y otras formaciones en 
educación. A su vez, hay un acuerdo multipartidario, de mayo de 2010, por el cual se le 
da el carácter de ente autónomo. En ese sentido, nos parece que urgen los tiempos para 
tratar este proyecto de ley, por lo que como bancada del Frente Amplio estamos pidiendo 
a los Representantes de los distintos partidos políticos —en este momento, solo están 
presentes los del Partido Nacional, pero en la versión taquigráfica constará esta solicitud 
y vamos a hacer los contactos personales con Diputados del Partido Colorado y del 
Partido Independiente que no están presentes en este momento en la Comisión- que 
estudien ese proyecto de ley del Instituto Universitario de Educación, que envió el 
Ministerio de Educación y Cultura, a fin de determinar qué propuestas de modificaciones 
entienden pertinentes realizar en este ámbito, para que luego sean estudiadas a nivel de 
la bancada del Frente Amplio. De ese modo, a principios de 2013, podríamos empezar a 
considerar este proyecto para que quede aprobado el año próximo. 


Estamos formulando esta solicitud en el ámbito formal de la Comisión para que se 
considere en las bancadas. Reitero que en esta instancia solo está presente en Sala el 
Partido Nacional, por lo que en el día de hoy nos contactaremos con Diputados de los 
otros partidos políticos, independientemente de que quedará el planteo en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR BRADFORD.- Quisiera que conste en la versión taquigráfica que acuso 
recibo de la solicitud planteada por el señor Diputado Arregui y que se realizará el trámite 
pertinente, a los efectos de que el Partido Nacional pueda estudiar en profundidad el 
tema para tomar una decisión sobre el particular. 
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SEÑOR ARREGUI.- Asimismo, quisiera realizar otro planteo. El Diputado Hermes 
Toledo me ha solicitado que haga la gestión ante la Comisión, porque 
reglamentariamente es lo que corresponde, para que se desarchive un proyecto de ley 
presentado en el Período anterior, para designar a la Escuela N* 74 del departamento de 
Treinta y Tres, con el nombre de "Salvador Bello". Se trata de un proyecto que vino del 
Poder Ejecutivo y, por haber vencido el plazo reglamentario durante el cual cualquier 
Diputado puede solicitar su desarchivo, el procedimiento es que la Comisión presente ese 
pedido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, se va a votar si se procede al desarchivo 
del proyecto de ley por el cual se propone designar a la Escuela N* 74 del departamento 
de Treinta y Tres, con el nombre de "Salvador Bello". 


(Se vota) 
———Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA.- Unanimidad. 


(Ingresa una delegación de Estudiantes de la carrera analista en informática, plan 
2009, del Instituto Universitario Autónomo del Sur) 


——_La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a la representación que 
nos visita, integrada por la señora Sandra Rodríguez Gómez y por los señores Alejandro 
García del Río y Carlos Navarro, quienes han solicitado ser recibidos en este ámbito. 


Cedemos el uso de la palabra a nuestros invitados. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Antes que nada queremos dar las gracias a la Comisión 
por recibirnos a fin de plantearles el problema que tenemos. 


Somos estudiantes de la carrera de analista en informática, plan 2009. Iniciamos 
nuestros estudios en el Instituto Universitario Autónomo del Sur, que en la actualidad está 
cerrado y el año pasado fue subrogado por la Universidad de la Empresa, UDE. 
Prácticamente ya estamos terminando la carrera; el 30 de noviembre entregamos nuestro 
proyecto final y a esta altura del partido nos encontramos con que no se nos va a 
entregar el título de analista en informática. 


Téngase presente que hemos cursado la carrera, pagamos por ella y cumplimos con 
todos los créditos. En el momento en que comenzamos nuestros estudios nos dijeron que 
la carrera estaba autorizada por el Ministerio de Educación y Cultura para la obtención del 
título de analista en informática pero, a posteriori, nos enteramos que eso no era cierto y 
que recién estaba en trámite. 


Ahora, a punto de recibirnos, nos encontramos con una resolución del Ministerio de 
Educación y Cultura por la que se comete una desigualdad. A los catorce alumnos que se 
recibieron por el plan 2009 hasta diciembre de 2011 se les otorgó el título de analista en 
informática. En cambio al resto, a los que nos vamos a recibir a partir de este año, por el 
solo hecho de haber pisado la Universidad de la Empresa, se nos va a entregar el título 
de técnico en informática. O sea que siendo alumnos del mismo plan de estudios y 
habiendo cumplido con los mismos requisitos, vamos a obtener dos títulos diferentes. 


Esto nos perjudica notoriamente ya que cuando uno se presenta a nivel laboral no 
es lo mismo tener el título de analista que el de técnico. 


Cuando nos enteramos que el título no estaba vigente, sino en tratativas, y que el 
Ministerio estaba tomando cartas en el asunto, antes de que se emitiera la resolución 
presentamos una petición. Lamentablemente, la resolución salió antes de que llegara 
nuestra petición en el sentido de que a nosotros también se nos otorgara el título de 
analista. Ya sabíamos que desde el Consejo Consultivo había partido la directiva de que 
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a unos sí se les otorgara y a otros no. Concretamente, se les otorgaría a los que se 
habían recibido en diciembre en la UDE: entregaron su proyecto final en el Instituto 
Universitario Autónomo del Sur e hicieron la defensa en la Unidad de la Empresa. Ellos 
no tienen una gran diferencia con nosotros, a no ser que nosotros ya entregamos el 
proyecto en la Universidad de la Empresa y vamos a hacer la defensa allí. 


Entonces, basados en el artículo 30 de la Constitución de la República hicimos esta 
petición, solicitando al Ministerio que reviera la situación. La resolución que tomó el 
Ministerio de Educación y Cultura es la N* 982 de 2012 y dice: "Reconócese el plan de 
estudios 2012 de la carrera "Técnico en Informática' dictada por la Universidad de la 
Empresa mediante el cual se otorgará el título de "Técnico en Informática". Y el segundo 
numerando expresa: "Reconócese en forma excepcional el plan 2009 de la carrera 
'Analista en Informática' sólo para aquellos estudiantes ya egresados que cursaron en el 
Instituto Autónomo del Sur a los cuales se les expedirá el título de 'Analista en 
Informática' por parte del JUAS. La nómina de estos egresados surge de la lista 
presentada por la Universidad de la Empresa con fecha 6 de agosto de 2012". 


Entendemos que esta norma viola, en primer lugar, el artículo 8* de la Constitución, 
que dice que: "Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra 
distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes". Entonces, nos preguntamos 
por qué siendo estudiantes del mismo plan de estudios 2009, con los mismos créditos 
educativos y la misma carga horaria y pagando por el mismo título, a unos se les otorga 
el título de analista en informática -reitero: son catorce estudiantes- y a otros el de técnico 
en informática, solo por haber pisado la Universidad de la Empresa. 


Asimismo, esta resolución es violatoria del artículo 5% del Decreto 309 de 2002 que 
dice: " Las modificaciones esenciales a los planes de estudios se aplicarán a los 
estudiantes que ingresen con posterioridad a la fecha de su autorización. Sin perjuicio de 
lo expresado precedentemente las instituciones universitarias podrán dar opción a sus 
estudiantes de incorporarse al nuevo plan o continuar con el anterior. En este caso, esas 
instituciones deberán velar para que la opción sea efectivamente libre. La opción por el 
plan anterior con relación al nuevo habilitará al estudiante a continuar cursando por el 
plan de estudios optado por un período equivalente al de duración de ese plan más un 
año, contado a partir del día de la formulación de la opción". 


Con esta resolución a nosotros se nos obliga a pasarnos al plan 2012, lo cual es una 
ilegalidad, porque somos estudiantes del plan 2009. No se nos dio la opción de cambiar 
al plan de estudios 2012; es más, ya estamos a punto de terminar nuestra carrera y esta 
resolución es de octubre de este año. O sea que es muy posterior a nuestro ingreso al 
plan de estudios 2009. 


Reitero que ingresamos y pagamos por un título de analista en informática y, 
mientras a catorce personas se les otorga este título, al resto no, lo cual es una 
arbitrariedad. Como decía, en el mercado laboral, no es lo mismo el título de analista que 
el de técnico. Es más, a nivel del sector público hoy se exige que el título, sea cual sea. 
esté avalado por el MEC para considerarlo como tal dentro de un concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Son muchos los estudiantes que están bajo este 
régimen? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El tema es el siguiente. Yo mantuve una entrevista en el 
Consejo Consultivo con el licenciado Rony Corbo, quien me decía que el problema que 
se les planteó cuando recibieron nuestra petición, es que pidieron a la Universidad de la 
Empresa la nómina de las personas que estarían dentro del plan 2009 y se les mandó 
una lista de ochenta y dos alumnos, porque se incluía a todos los estudiantes que en 
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algún momento se anotaron y cursaron aunque sea una materia, aunque después 
abandonaran la carrera. Por eso a ellos les parecía que se trababa de muchísimos 
alumnos y el licenciado Corbo me dijo: "En estas condiciones, a tantos alumnos no se les 
va a dar el título. Es probable que sí se les pueda dar a los que firmaron la petición". En 
mi caso particular, hice una petición el 1% de octubre y después, habiendo visto que la 
resolución definitiva violentaba cierta normativa -sin ampliación probatoria respecto al 
daño que se estaba causando y sobre las ¡legalidades que encontrábamos en la 
resolución-, se nos dijo que tal vez a los veinticinco alumnos que habíamos firmado esa 
petición se nos otorgara el título de analista en informática como lo estábamos pidiendo 
en ese petitorio. Esto sigue siendo una arbitrariedad, porque dentro del mismo plan de 
estudios estamos unos cuantos. A nosotros nos va a servir porque habremos conseguido 
lo que estábamos pidiendo pero, seguramente, al Ministerio se le plantearán demandas a 
posteriori basadas, precisamente, en que a nosotros, por haber hecho una petición en 
tiempo y forma se nos otorgó el título. 


También es importante señalar que cuando ingresamos en el Universitario 
Autónomo del Sur esta misma carrera tenía dos opciones: una a la que se entraba sin 
tener bachillerato completo, mediante la cual se obtenía el título de técnico en informática 
“tenía menores créditos a nivel académico, los exámenes tenían menos preguntas y los 
obligatorios no tenían las mismas exigencias que para los que tenían bachillerato 
completo- y otra de analista en informática, que exige bachillerato completo y se pagaba 
por la carrera y por el correspondiente título. Hoy nos encontramos con que vamos a 
obtener el mismo título que los alumnos que no cumplían con los requisitos de inicio del 
plan. 


SEÑOR ARREGUI.- Quiero formular una pregunta para confirmar si entendí bien. 
Me gustaría saber si es correcto que el instituto Universitario Autónomo del Sur, en su 
momento, estaba habilitado por el Ministerio de Educación y Cultura para la carrera de 
analista en informática y que la Universidad de la Empresa no está habilitada para brindar 
esa misma carrera. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- No. Cuando se nos vende la carrera por parte del 
Universitario Autónomo del Sur se nos dice que esa carrera estaba autorizada por el 
Ministerio de Educación y Cultura, pero este año nos enteramos que eso no era cierto 
sino que estaba en trámite. Al haber subrogado la Universidad de la Empresa al Instituto 
Universitario Autónomo del Sur quiso hacer una regularización de esa situación, dado que 
ya habían pasado tres años. La primera generación de ese plan de estudios ya estaba a 
punto de recibirse y tenían que otorgar el título. Fue entonces que el Ministerio de 
Educación y Cultura resolvió dar el título a los alumnos que ya egresaban pero que a los 
de esa generación les ¡iba a dar otro título. 


Nos encontramos en una situación bastante compleja. Si quisiéramos acceder al 
título de analista en informática tampoco nos dan la posibilidad de hacerlo. Lo que 
hicimos es como si estuviera perdido. Nos quieren dar el título de técnico en informática y 
no nos dan otra opción. La razón que podría argumentar el Ministerio de Educación y 
Cultura para no darnos el título de analista en informática podría ser que nos faltan 
créditos o que nos faltan determinadas materias, pero no nos dan esa opción. Hicimos 
todos los años de carrera, la pagamos, ya hicimos el proyecto final, lo vamos a defender, 
y nos encontramos en la situación de que en lugar del apartamento de dos dormitorios 
que compramos nos quieren entregar un monoambiente y "aguantate". Eso es una estafa. 
Nos parece que con una resolución de este tipo el Ministerio está avalando esta situación. 
Si no es académicamente justo que nos den el título de analista de sistemas, podría 
decir: "Ustedes vendieron esta carrera, entonces den a estos chicos, por lo menos, la 
oportunidad de hacer estos créditos para obtener el título, pero que no pierdan todo lo 
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que hicieron en estos tres años de estudio más toda la plata que invirtieron". Nos 
encontramos que nos vamos a quedar sin nada y no nos parece justo. Además, a gente 
que cursó las mismas materias que nosotros y que pagó la misma carrera, le dieron el 
título y a nosotros no; esa es la injusticia. Por eso venimos a pedirles que nos ayuden y 
que consulten al Ministerio la razón por la cual se da esta dualidad de criterios. 


SEÑOR DE LEÓN.- En general, los créditos para ganar un curso de técnico o 
tecnólogo en informática lleva aproximadamente tres años y para analista cuatro años. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Exactamente. 
SEÑOR DE LEÓN.- ¿Cuánto tiempo les llevó a ustedes? 
SEÑORA RODRÍGUEZ.- Nosotros hicimos tres años de carrera. 


SEÑOR DE LEÓN.- Creo que es apropiado lo que expresan ustedes; capaz que lo 
justo sería que hubiera créditos adicionales para acceder a ese título. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Pero en este momento no nos están dando esa opción. 


SEÑOR DE LEÓN.- Hay que proceder a favor del estudiante, hay que regularizar la 
situación. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Nosotros actuamos de buena fe. 


SEÑOR DE LEÓN.- Además, realizaron un curso y no les permiten hacer créditos 
adicionales. Aquí hay una inequidad porque ya se otorgó el título de analista a alguien 
que hizo tres años de curso. Esos créditos no son suficientes salvo que la persona haya 
hecho el curso en forma muy acelerada. 


Me parece que hay que buscar una solución para los créditos que faltan y que hay 
que otorgarles el título al que aspiraron cuando iniciaron el curso. Las fallas del sistema 
no son responsabilidad de ustedes. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Además, se trata de compañeros que con el mismo plan 
de estudios hicieron las mismas materias y pagaron por el mismo curso; las condiciones 
son las mismas. 


Voy a contar un caso insólito. Un compañero hizo el proyecto y en diciembre, 
cuando debía hacer la defensa, estaba enfermo, por lo cual la tuvo que hacer en el mes 
de marzo. A pesar de tratarse de un grupo, a sus compañeros, por haber hecho la 
defensa en diciembre, le dieron el título de analista informático y a él le quieren dar el 
título de técnico, solo por haber hecho la defensa en la Universidad de la Empresa. 


SEÑOR ARREGUI.- ¿Ustedes mantuvieron alguna reunión con el Director de 
Educación del Ministerio de Educación y Cultura para, mano a mano, analizar todas las 
situaciones y las posibilidades? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Tuve una entrevista con el maestro Óscar Gómez y el día 
11 tengo prevista una reunión con el maestro Garibaldi. Las peticiones que interpusimos 
ante el Ministerio actualmente están en la asesoría letrada del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


SEÑOR ARREGUI.- Me parece que es fundamental la reunión que mantengan con 
el Director de Educación, maestro Luis Garibaldi porque, por la responsabilidad de su 
cargo y por su formación específica que tiene, es quien tiene las posibilidades de evaluar 
más a fondo el tema. Apostaría a que ustedes mantengan la mejor reunión posible, con 
todos los elementos, para luego seguir conversando sobre el asunto en el ámbito de esta 
Comisión, en el caso de ser necesario. Seguramente, el maestro Garibaldi les mostrará el 
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otro lado del mostrador; hay que conocer los dos lados del mostrador para ver cuál es la 
mejor solución. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- En la reunión que mantuve con el maestro Óscar Gómez, 
me decía que al haber asumido el riesgo de entrar en el sistema privado corríamos el 
riesgo de que nos vendieran una cosa y nos entregaran otra. Yo le dije que no compartía 
eso y creo que el Ministerio debería tomar más cartas en el asunto en cuanto a los 
controles de este tipo de cosas, porque no es la primera vez que suceden. No van a 
encontrar defensora de la educación pública como yo, porque hice escuela pública, liceo 
público y me recibí de abogada en la Universidad de la República. Opté por la universidad 
privada porque para poder hacer una carrera de ingeniería tenía que volver al liceo. Creo 
que es importante que el Ministerio de Educación y Cultura tenga un poco más de control 
sobre este tipo de cosas porque no es la primera vez que estafan al alumnado; se 
promociona como que realmente se tienen autorizaciones en distintas carreras y, en 
realidad, no es así. Es como un nadar para morir en la orilla. Nos estamos recibiendo y a 
esta altura del partido nos encontramos con esta situación y, la verdad, no es para nada 
alentadora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro cuál es la situación. Esta Comisión va a estar 
para, cuando vuelvan aquí, llevarlos a buen puerto. La lógica dice que este tema se debe 
solucionar; vamos a trabajar sobre eso. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Muchísimas gracias por recibirnmos. Vamos a dejar un 
documento que contiene un breve resumen de lo que expresé aquí y de las peticiones 
que presentamos ante el Ministerio, para que tengan conocimiento de ellas y, si es 
posible, para que se incorpore a la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que existe acuerdo, se agregará este material 
a la versión taquigráfica de esta sesión. 


La Comisión les agradece su visita. 


(Se retira de Sala una delegación de estudiantes de la carrera Analista en 
Informática, Plan 2009, del Instituto Universitario Autónomo del Sur, subrogada por la 
Universidad de la Empresa) 


SEÑOR BRADFORD.- Solicito que la Comisión tenga a bien considerar una Carpeta 
que contiene un proyecto de ley por el cual se designa "Miguel J. Cutinella" a la Escuela 
Técnica de la ciudad de Tarariras del departamento de Colonia. Hago este planteo a raíz 
de que tengo conocimiento de que también hay un proyecto similar que viene del Senado. 
En virtud de que hay un proyecto presentado por el señor Diputado Planchon, que hace 
honor al referido nombre, formulado por los vecinos, solicito que se pueda anexar esa 
documentación en el proyecto de ley que viene del Senado ya que, precisamente, tienen 
el mismo objetivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar, entonces, el proyecto "Miguel J. 
Cutinella.- Designación de la Escuela Técnica de la ciudad de Tarariras, departamento de 
Colonia". 


Léase el artículo único. 
(Se lee) 


——“Se va a votar el artículo único y la propuesta del señor Diputado Arregui de 
designar al señor Diputado Bradford como miembro informante. 


(Se vota) 
———Cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
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Se va a votar la anexión de la Carpeta N* 918 de 2011. 
(Se vota) 

———Cuarto por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Si no hay más asuntos, se levanta la reunión. 
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Montevideo, 5 de diciembre de 2012, 
Sres. Integrantes de la 
Comisión de Educación y Cultura de la 
Cámara de Representantes 
Presente 


Alumnos del Plan de Estudios 2009 de la Carrera Analista en Informática, que iniciamos 
nuestros estudios en el lUAS (Instituto Autónomo del Sur) actualmente SUBROGADO por la 
UDE (Universidad de la Empresa) nos presentamos ante ustedes con la finalidad de denunciar 
la siguiente irregularidad que nos ocasiona graves perjuicios. 


El Ministerio de Educación y Cultura mediante la RESOLUCIÓN 982/2012 RECONOCE EL TITULO 
DE ANALISTA EN INFORMATICA A ALUMNOS DEL PLAN 2009 QUE INICIARON SUS ESTUDIOS EN 
JUAS Y EGRESARON A DICIEMBRE DE 2011; PERO LE OTORGA EL TITULO DE TECNICO EN 
INFORMATICA A ALUMNOS DE LA MISMA CARRERA, EL MISMO PLAN DE ESTUDIOS, QUE 
INICIARON TAMBIÉN LA CARRERA EN IUAS PERO QUE EGRESEN A PARTIR DE ENERO DE 2012 
EN LA UDE INSTITUTO SUBROGANTE DE 1UAS DESDE EL PRESENTE AÑO. 


RESOLUCION MINISTERIAL QUE NOS PERJUDICA 982/2012 
Transcripción de la Resolución Ministerial 982/2012 


En los RESULTANDOS dice en artículo: 


IV) Con fecha 10 de julio de 2012 el CCETP emite el dictamen N2 355 en el que establece que 
efectuado el estudio de los informes de evaluación realizados por Juan Nogueira y Ana Asuaga, 
el CCEFP concuerda con ambos evaluadores que la carrera corresponde al nivel terciario, pero 
que el título de Analista en Informática y el perfil de egreso no se adecuan a los contenidos 
orientados hacia tecnologías especificas que surgen del plan de estudio de la carrera. Se 
considera más apropiada la denominación de Técnico en Informática. 


V) En el Dictamen N2 355, el Consejo recomienda Reconocer el título de Técnico en 
Informática para los actuales y futuros cursantes bajo la responsabitidad de la Universidad de 
la Empresa. Previamente la UDE deberá presentar el nuevo perfil de egreso. 


Vi) En el mismo Dictamen también se recomienda Reconocer el Título de Analista en 
Informática solamente para los estudiantes ya egresados que será emitido por el Instituto 
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Universitario Autónomo del Sur. Previamente la UDE deberá presentar en un plazo de 10 días 
la nómina de dichos egresados. 


En la RESOLUCIÓN el Ministerio de Educación y Cultura dice: 


1) RECONOCESE el plan de estudios 2012 a la carrera “Técnico en Informática” dictada 
por la Universidad de la Empresa mediante el cual se otorgará el título de “Técnico en 
Informática” 

2) RECONOCESE en forma excepcional el plan 2009 de la carrera “Analista en 
Informática” sólo para aquellos estudiantes ya egresados que cursaron en el Instituto 
Autónomo del Sur a los cuales se les expedirá el título de” Analista en Informática” 
por parte del lUAS. La nómina de estos egresados surge de la lista presentada por la 
Universidad de la Empresa con fecha 6 de agosto de 2012, 

3) Comuníquese etc 


NORMAS QUE VIOLA LA RESOLUCIÓN 


Artículo 8 de la Constitución de la República: “Todas las personas son iguales ante la ley, no 
reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de sus talentos y sus virtudes” 


¿Por qué a 14 estudiantes del mismo Plan de Estudios (Plan 2009) con los mismos créditos 
educativos, la misma carga horaria, que pagaron por el mismo título se les da el Título de 
Analista en Informática y a otros el de Técnico en Informática por sólo haber pisado la 
Universidad de la Empresa? 


Artículo 5 del Decreto Ley 309/2002 que dice: 


“Las modificaciones esenciales a los planes de estudios se aplicarán a los estudiantes que 
ingresen con posterioridad a la fecha de su autorización. Sin perjuicio de lo expresado 
precedentemente las instituciones universitarias podrán dar opción a sus estudiantes de 
incorporarse al nuevo plan o continuar con el anterior, En este caso, esas instituciones deberán 
velar para que la opción sea efectivamente libre. La opción por el plan anterior con relación al 
nuevo habilitará al estudiante a continuar cursando por el plan de estudios optado por un 
periodo equivalente al de la duración de ese plan más un año, contado a partir del día de la 
formulación de ta opción.” 


“Somos estudiantes que ingresamos antes de la fecha de autorización de este nuevo Plan de 
Estudios 2012. 


-No se nos dio ninguna opción de cambiar de Plan de Estudios, se nos impone. 


-Ingresamos y pagamos por un título de Analista en Informática, a 14 personas se lo dieron al 
resto se nos niega. 


«En el mercado laboral no es lo mismo un título de Analista en Informática que un Técnico en 
informática por lo que se nos ocasiona un perjuicio. 
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“Alumnos que entraban a hacer la carrera por el Plan 2009, si no tenían bachillerato completo 
y dando las mismas materias pero con menores exigencias en los exámenes ya que 
contestaban inferior número de preguntas y en los obligatorios tenían menos exigencias, 
obtuvieron el Título de Técnico en Informática en definitiva el mismo título que se nos quiere 
otorgar a alumnos que tenemos bachillerato completo, cumplimos con todos los créditos con 
mayores exigencias académicas y pagamos una suma superior por un título de Analista que 
ahora no se nos quiere reconocer. 


Este grupo de alumnos presentó una petición amparados en el artículo 30 de la Constitución 
de la República ante el Ministerio de Educación y Cultura, pero quisimos poner también en 
conocimiento de ésta Comisión Parlamentaria ésta irregularidad que nos produce un 
irremediable perjuicio, solicitándoles ayuda para poder obtener el título de Analista en 
Informática al igual que les fue otorgado a compañeros que cursaron exactamente la misma 
carrera por el mismo Plan de Estudios. 


Quisiéramos que soliciten informes al Ministerio de Educación y Cultura para saber cual es la 
razón por la que se comete ésta injusta desigualdad entre estudiantes del mismo Plan de 
Estudios ( Plan 2009 Carrera Analista en Informática) de alumnos que comenzamos la carrera 
en JUAS (Instituto Universitario Autónomo del Sur) que estamos terminando en UDE 
(Universidad de la Empresa) porque ésta SUBROGÓ a lUAS, subrogación que fue autorizada 
por el Ministerio y que no debería ser causal para perjudicar al alumnado que actuó de buena 
fe, cumplió con todas las exigencias académicas y económicas exigidas para obtener el título 
de ANALISTA EN INFORMATICA. 


Agradecemos el habernos recibido y la ayuda que nos puedan brindar para solucionar el 
problema planteado. 


En representación de los alumnos de la carrera Analista en informática Plan 2009 de la UDE 


ra dl did Aléjandro García Carlos Navarro 
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Montevideo, 1 de octubre de 2012. 


PETICION: RECONOCIMIENTO DE TITULO 
DE ANALISTA EN INFORMATICA 
Sr. Ministro de Educación y Cultura 
Don Ricardo Enlich, 
Sres. Integrantes del 
Consejo Consultivo del 
Ministerio de Educación y Cultura 
Presente 


Los abajo firmantes alumnos de la carrera Analista en Informática 
de la Universidad de la Empresa (UDE) nos dirigimos a ustedes con la finalidad 
de plantearles la necesidad de una solución para el problema en el que nos 
encontramos inmersos. 


Constituimos domicilio en Alberto Zum Felde 2240 Block B apto 007 esquina 
Flamarión CP. 11400, domicilio de una de las alumnas patrocinantes Dra. 
Sandra Rodríguez Gómez, teléfonos de comunicación 2525 69 68 o 
098933686. 


HECHOS 


Iniciamos nuestra carrera para la obtención del título Analista en 
Informática en el instituto Universitario Autónomo del Sur por el Plan 2009. 


El instituto nos brindaba dos opciones una para los que teníamos 
terminado el bachillerato, que es nuestro caso, que era realizar una carrera 
terciaria obteniendo el título de Analista en Informática; y los que no tenían 
terminado bachiller e igualmente querían realizar una carrera similar accedían 
pagando un cuota más reducida con menores requerimientos a la hora de 
rendir los exámenes acceder al título de Técnico en Informática. 


A fines del 2011 la Universidad de la Empresa adquiere el Instituto 
Autónomo del Sur por lo que se nos informó que el alumnado en el 2012 
continuaría con sus cursos en la UDE y que los títulos académicos serían los 
mismos que los acordados con el Instituto Autónomo del Sur pero otorgados 
por la UDE, lo cual se planteaba como un beneficio ya que no es lo mismo 


Ole 


tener un título de un Instituto en actividad que un título de una institución que 
ya no existe. 


Este año hay alumnos de la carrera que estamos haciendo 
nuestro Proyecto Final para la obtención del título y otros cursando el segundo 
año que hacen su tesis final el primer semestre del 2013, 


El día martes 14 de agosto se citó al alumnado por parte de la 
UDE para decirnos que el Ministerio de Educación y Cultura resolvería ante las 
subrogaciones de título solicitadas por la UDE que los alumnos que se 
recibieron a fines del 2011 sí recibían el título de Analista en Informática, pero 
que los alumnos que terminan este año o el próximo, que realizamos la misma 
carrera solo obtendremos el título de Técnicos en Informática. 


Esta resolución nos perjudica notoriamente, porque siendo 
alumnos de la misma institución, habiendo cursado la misma carrera, con igual 
carga horaria y exigencias obtendriamos un título de técnicos y no de analista. 


Cumplimos con todas los requisitos académicos que exigía el 
Instituto Autónomo del Sur para inscribirmos en la carrera de Analista en 
Informática porque tenemos culminados nuestros estudios de bachillerato, 
pagamos una cuota por un título de Analista superior al de los alumnos que 
cursaban para técnicos, cumplimos mayores exigencias académicas que los 
que cursaban para técnicos, dentro de la misma institución alumnos que 
hicieron la misma carrera obtienen un título de Analista y a nosotros se nos 
quiere otorgar un título con el nombre de Técnicos, con el agravante que hoy el 
Instituto Autónomo del Sur ya no existe para poder hacer reclamos. 


DERECHO 


Fundamentamos nuestro derecho el artículo 8 de la Constitución de la 
República que dice: “Todas las personas son iguales ante la ley, no 
reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de tos talentos o las virtudes” 
y en el artículo 30 de la Constitución de la República que dice: “Todo habitante 
tiene derecho de petición para ante todas y cualesquiera autoridades de la 
República”. 


PETICION 


Por lo antes expuesto solicitamos: 


1- Que se nos tenga por presentados y constituido domicilio. 
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2- Que considerados los hechos y la fundamentación de derecho 
antes expuestos se nos reconozca el derecho y la legitimidad de 
obtener el título de Analista en Infomática, título para el cual nos 
inscribimos, cursamos y pagamos los honorarios correspondientes; título 
al que accedieron otros alumnos de la institución que cursaron la misma 
carrera, por lo que de no otorgarse a los suscriptores de la presente 
petición el mismo,  lesionaría notoriamente el derecho de igualdad 
consagrado en la Constitución de la República como derecho 
fundamental. 


3- Considerar que cambiar el nombre del título otorgado de “Analista” por el 
de “Técnico” es un perjuicio notorio porque en el ámbito laboral no son 
valorados de igual forma. Y esta decisión se hace cuando estamos a 
punto de obtener el titulo y cuando el instituto en el que nos inscribimos 
y cursamos ya no existe; decisión por demás injusta si se tiene en 
cuenta además que hay alumnos que cursaron la misma carrera y se les 
otorgó el título como Analista con total justicia y a nosotros se nos 
pretende despojar de este derecho también legítimamente obtenido. 


Sin otro particular y esperando se tenga en cuenta nuestra petición los saluda 
atentamente 


Uds 


Petición: Reconocimiento de 
Título de Analista en informática 
Ampliación Expediente 2012-11-0001- 4878 
Sr. Ministro de Educación y Cultura 
Don Ricardo Erlich y 
Sres. Integrantes del Consejo Consultivo 
Del Ministerio de Educación y Cultura 


Presente 


Los abajo firmantes alumnos de la carrera Analista en Informática de la 
Universidad de la Empresa (UDE) nos dirigimos a ustedes con la finalidad de solicitar 
se agreguen los siguientes elementos probatorios a la petición por nosotros 
presentadas ante ustedes el día 1 de octubre de 2012 (Expediente 2012-11-0001- 
4878). 


ANTECEDENTES 


Por resolución Ministerial Número 982/12 (Asunto N* 190) de 1 de 
Noviembre de 2012 la cual adjuntamos en los puntos IV, V y VI se establece: 


IV) Con fecha 10 de julio de 2012, el CCETP emite el dictamen N* 355 en el que 
establece que * efectuado el estudio de los informes, de evaluación realizados por 
Juan Nogueira y Ana Asuaga , el CCETP, concuerda con ambos evaluadores que la 
carrera corresponde al nivel terciario, pero que el título de Analista en Informática y el 
perfil de egreso no se adecuan a los contenidos orientados hacia tecnologías 
específicas que surgen del plan de estudio de la carrera. Se considera más apropiada 
la denominación de Técnico en Informática” 


Y) En el Dictamen N* 355 el Consejo Recomienda Reconocer el título de “Técnico en 
Informática” para los actuales y futuros cursantes bajo la responsabilidad de la 
Universidad de la Empresa. Previamente la UDE deberá presentar en un plazo de 10 
días la nómina de los egresados”. 


VI) En el mismo Dictamen también recomienda “Reconocer el título de Analista en 
Informática” solamente para los estudiantes ya egresados que será emitido por el 

Instituto Universitario Autónomo del Sur. Previamente la UDE deberá presentar en 
plazo de 10 días la nómina de los alumnos egresados” 


Antes de efectivizarse ésta resolución, presentamos la primera petición ya que el 
dictamen del Consejo Consultivo es violatorio del artículo 8 de la Constitución de la 
República que dice lo siguiente: "Todas las personas son iguales ante la ley, no 
reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de los talentos o las 
virtudes”;los alumnos del Plan 2009 de la Carrera Analista en Informática 
dictado por el Instituto Autónomo del Sur (IUAS) somos iguales por lo que es 
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inconstitucional que arbitrariamente se decida otorgarles un título a unos y otro 
título a otros, cuando cumplimos con los mismos requerimientos académicos, 
pagamos por el mismo título Analista en Informática. 


Advertimos por este intermedio la ¡legalidad manifiesta de la resolución 
ministerial ya que es violatoria del artículo 5 del Decreto Nro 309/2002 del 
Poder Ejecutivo de fecha 9 de agosto de 2002 el que indica: 


“Artículo 5- Las modificaciones esenciales a los planes de estudios se 
aplicarán a los estudiantes que ingresen con posterioridad a la fecha de su 
autorización. Sin perjuicio de lo expresado precedentemente, las instituciones 
universitarias podrán dar opción a sus estudiantes a incorporarse al nuevo plan 
o continuar con el anterior. En este caso, esas instituciones deberán velar para 
que la opción sea efectivamente libre. La opción por el plan anterior con 
relación al nuevo habilitará al estudiante a continuar cursando por el plan de 
estudios optado por un período equivalente al de duración de ese plan más un 
año, contado a partir del día de la formulación de la opción.” 


Nosotros pertenecemos al Plan 2009 nadie nos dio la opción de cambiar a 
otro Plan, es más esto del Plan 2012 surge ahora cuando estamos a punto de 
recibirnos por lo que no se nos puede obligar a cambiar de Plan de Estudios. 


PETICIÓN 


1) Se tenga por presentada ésta ampliación probatoria y se adjunte a la 
petición presentada expediente 4878/2012. 

2) Se estudien los antecedentes y argumentos anteriormente expuestos con 
la finalidad de que se revea la resolución ministerial 982/2012 por 
considerarla ilegal, contradice claramente lo expuesto en el artículo 5 del 
decreto 309/2002, y toma como argumentos un dictamen del Consejo 
Consultivo que es claramente inconstitucional, ya que desconoce el 
derecho de igualdad de los ciudadanos recomendando otorgar distintos 
títulos a estudiantes que pertenecen al mismo Plan de Estudios de la 
misma carrera y que ha sido dictado por la misma Institución; ya que a 
UDE se le ha aceptado ministerialmente la subrogación solicitada por lo 
que tiene los mismos derechos y obligaciones respecto a las carreras que 
dictaba la Institución subrogada Instituto Universitario Autónomo del Sur. 

3) Se nos otorgue el mismo título de Analista en Informática que el otorgado 
a alumnos egresados del mismo Plan de estudios. 


Sin otro particular los saluda atentamente, 
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Montevideo, 9 de agosto de 2002 
VISTO: el artículo 15 del Decreto N” 308/995, de 11 de agosto de 1995; 


RESULTANDO: |) Que la citada disposición impone a las instituciones de 
enseñanza terciaria autorizadas o reconocidas el deber de actualizar ante el 
Ministerio de Educación y Cultura la información referida en el Capítulo IV del 
Decreto mencionado en el VISTO del presente; 

II) Que en la vida de las instituciones se producen cambios de 
sede o se pueden desarrollar actividades en sedes diferentes a las 
originariamente previstas, así como otros cambios de diversa naturaleza; 

II) Que esos cambios pueden ser: a) no esenciales, sea 
provocados por la mera evolución de las cosas o dispuestos por razones de 
mérito; b) esenciales; 


CONSIDERANDO: |) Que los cambios indicados precedentemente en razón de 
su diversidad deben ser objeto de un tratamiento jurídico distinto; 

11) Que ese tratamiento jurídico debe tener en cuenta y 
armonizar el principio de libertad de enseñanza que rige en la materia y el 
principio de buena fe presente en todo el Derecho; 


ATENTO: A lo expresado y a lo dispuesto en los articulos 68 y 168, numeral 4?, 
de la Constitución de la República, Decreto-Ley N* 15.661, de 29 de octubre de 
1984 y Decreto N* 308/995, de 11 de agosto de 1995; 


EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1.- Las modificaciones relativas a los Estatutos de la Institución o la 
inclusión de nuevas carreras (Artículos 6, 11 y 12 del Decreto No. 308/995), 
requerirán autorización expresa del Poder Ejecutivo o del Ministerio de 
Educación y Cultura, en su caso. Las modificaciones de los planes de estudio 
que supongan cambios en el perfil del egresado o en otros aspectos 
sustanciales requerirán también autorización expresa del Poder Ejecutivo. 


Artículo 2.- Las modificaciones de los planes de estudio que no impliquen un 
cambio de esencia en la respectiva carrera o perfil del egresado serán incluidas 
en la actualización de información prevista en el Artículo 15 del Decreto 
N*308/995. 


Articulo 3.- Cualquier modificación a los datos suministrados al Ministerio de 
Educación y Cultura a los efectos de la obtención de la autorización para 
funcionar o reconocimiento académico, será puesta en conocimiento de dicho 
Ministerio a través de la Dirección de Educación, conforme a lo establecido en 
el Artículo 15 del Decreto N* 308 de 11 de agosto de 1995. 
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Las modificaciones relativas a la planta física serán contenidas en los informes 
anuales o trianuales que las Instituciones presenten al Ministerio de Educación. 
y Cultura. Cualquier disminución esencial de la Planta Física disponible, 
afectada al dictado de carreras reconocidas (Artículo 11, numeral 11 del 
Decreto N* 308/995) o el dictado de carreras reconocidas en nuevas sedes, 
que no hubieran sido autorizadas requerirán notificación inmediata al Ministerio 
de Educación y Cultura. 


Artículo 4.- La actualización de información prevista en el Artículo 15 del 
Decreto N”* 308/995 deberá ser presentada por las instituciones de enseñanza 
terciaria autorizadas o reconocidas a partir del 30 de setiembre y hasta el 31 
del octubre de cada año lectivo, en concordancia con el Articulo 7, numeral 1? 
de dicha norma. El Ministerio de Educación y Cultura podrá impartir 
instrucciones relativas a la forma en que deba presentarse la información 
exigida por el Artículo 15 del Decreto N* 308/995. 


A los sesenta días siguientes al de la presentación de dicha información y no 
mediando observación se reputarán aprobadas las eventuales modificaciones 
informadas. 

El plazo referido en el inciso precedente solo se suspenderá si se solicita a la 
institución peticionante -y hasta que llegue la respuesta- ampliación de 
información Regirá en relación a todas las gestiones referidas en esta norma lo 
dispuesto por el Artículo 16. 


Artículo 5.- Las modificaciones esenciales a los planes de estudios se 
aplicarán a los estudiantes que ingresen con posterioridad a la fecha de su 
autorización. Sin perjuicio de lo expresado precedentemente, las instituciones 
universitarias podrán dar opción a sus estudiantes a incorporarse al nuevo plan 
o continuar con el anterior. En este caso, esas instituciones deberán velar para 
que la opción sea efectivamente libre. La opción por el plan anterior con 
relación al nuevo habilitará al estudiante a continuar cursando por el plan de 
estudios optado por un periodo equivalente al de duración de ese plan más un 
año, contado a partir del día de la formulación de la opción. 


Artículo 6.- En caso de incumplimiento de las disposiciones de este decreto, la 
Dirección de Educación del Ministerio de Educación y Cultura, procederá a 
intimar a la institución infractora a que, en un plazo prudencial que en cada 
caso se fijará, regularice la situación, bajo apercibimiento de las sanciones que 
correspondan. 


Artículo 7.- El Consejo Consultivo de Enseñanza Terciaria Privada podrá ser 
consultado en relación a las modificaciones esenciales previstas en el Artículo 
1 de este Decreto, así como en los demás asuntos comprendidos en el mismo. 


Artículo 8.- Comuníquese, publiquese, archivese.- 


